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PRESENTACIÓN 

 

El presente Cuadernillo de Jurisprudencia es una versión actualizada a 2021 del séptimo 
número de una serie de publicaciones que la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(Corte IDH) realiza con el objeto de dar a conocer sus principales líneas jurisprudenciales 
en diversos temas de relevancia e interés regional. Este séptimo número está dedicado a 
abordar una noción jurídica que la Corte IDH ha ido desarrollando en los últimos años y 
que se ha transformado en una herramienta eficaz para la aplicación del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos en el ámbito interno: el control de 
convencionalidad.  

Para abordar este tema, se han extractado los párrafos más relevantes de las sentencias, 
opiniones consultivas y resoluciones de supervisión de cumplimiento en las cuales el 
Tribunal Interamericano ha tratado esta temática, con especial énfasis en el desarrollo 
evolutivo que ha tenido la Corte IDH, dotando de contenido y alcance a este concepto. 
Asimismo, se han seleccionado los principales párrafos que ilustran la opinión de la Corte 
IDH relativa a los temas en que se ha dividido este Cuadernillo y se han destacado, en los 
diversos párrafos, algunas cuestiones que el Tribunal va desarrollando 
jurisprudencialmente a partir de los hechos particulares de cada caso, en vistas a facilitar 
la lectura y comprensión de la forma en que se ha ido construyendo este particular 
concepto.  

El Tribunal agradece al Dr. Claudio Nash por su trabajo como editor de esta publicación 
que integra la serie de Cuadernillos de Jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, así como la generosa contribución de la agencia alemana de 
cooperación GIZ y su Programa DIRAJus basado en Costa Rica. 

Esperamos que este cuarto Cuadernillo de Jurisprudencia sirva a la difusión de la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana en toda la región. 

 

 

 

Elizabeth Odio Benito 

Presidenta de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
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CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

 

I. BREVE INTRODUCCIÓN AL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD1 

En la jurisprudencia de la Corte Interamericana (Corte IDH), ha surgido el concepto control 
de convencionalidad para denominar a la herramienta que permite a los Estados concretar 
la obligación de garantía de los derechos humanos en el ámbito interno, a través de la 
verificación de la conformidad de las normas y prácticas nacionales, con la Convención 
Americana de Derechos Humanos (CADH) y su jurisprudencia. 

La figura es de reciente desarrollo en la dogmática de los derechos humanos y su aparición 
en el escenario jurídico está estrechamente relacionada con las obligaciones que impone 
la CADH a los Estados para cumplir con las obligaciones que surgen a su respecto en 
materia de derechos humanos. La Corte Interamericana ha logrado percibir claramente 
que muchos de los casos que se someten a su conocimiento, llegan a la sede internacional, 
precisamente, porque ha fallado la justicia interna. Por tanto, estamos ante un concepto 
que es la concreción de la garantía hermenéutica de los derechos humanos consagrados 
internacionalmente, en el ámbito normativo interno. 

El control de convencionalidad, tiene aplicación en el ámbito nacional e internacional. En 
el ámbito internacional, dicha función la realiza la Corte IDH y consiste en la expulsión de 
normas contrarias a la CADH a partir de los casos concretos que se someten al 
conocimiento de la Corte. Esto ha ocurrido, por ejemplo, con la declaración de 
incompatibilidad de las leyes de amnistía con las obligaciones que impone la CADH (ver, 
entre otros, Caso Almonacid Arellano vs. Chile). Dicha función, ha sido la principal de la 
Corte IDH desde su entrada en funcionamiento, ya que el tribunal interamericano es el 
encargado de interpretar la Convención y revisar que los actos y hechos de los Estados, 
que han reconocido su competencia, se ajusten a las disposiciones de la CADH.  

En el ámbito interno, el control de convencionalidad es el que deben realizar los agentes 
del Estado y, principalmente, pero no exclusivamente, los operadores de justicia (jueces, 
fiscales y defensores) para analizar la compatibilidad de las normas internas con la CADH. 
En dicho análisis de compatibilidad, los funcionarios públicos deben actuar en el ámbito 
de sus competencias y atribuciones. En este sentido, el objetivo del control es verificar la 
conformidad de las normas internas y su interpretación y aplicación, con la CADH y otros 
instrumentos de derechos humanos que vinculen al Estado y que exista una correcta 
aplicación de dichos estándares. Este ejercicio de control puede tener una serie de 
consecuencias, tales como, la expulsión del sistema interno de normas contrarias a la 
Convención (sea vía legislativa o jurisdiccional cuando corresponda); la interpretación de 
las normas internas de manera que sean armónicas con las obligaciones del Estado; el 
ajuste de las actuaciones de los órganos ejecutivos y legislativos a las obligaciones 
internacionales; la modificación de prácticas de los órganos del Estado que puedan ser 
contrarias a los estándares internacionales a los que se ha comprometido el Estado; entre 
otras formas de concreción de las obligaciones del Estado en materia de derechos 
humanos.  

En definitiva, todo el aparato de poder público está obligado siempre a aplicar las normas 
de origen interno de forma tal que sean compatibles con las obligaciones internacionales 
del Estado y le den efectividad a los derechos consagrados interna e internacionalmente.  

                                          
1 Elaborado por el Doctor Claudio Nash, Facultad de Derecho, Universidad de Chile 
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En el derecho internacional, particularmente en el sistema interamericano de derechos 
humanos, el control de convencionalidad encuentra su fundamento en las fuentes 
normativas de las cuales emanan las obligaciones de los Estados, a través de la lectura 
conjunta de los artículos 1.1, 2 y 29 de la CADH.  

Este control es, por tanto, la concreción interpretativa y especialmente jurisdiccional de la 
obligación de garantía consagrada en la CADH (arts. 1.1 y 2). Esta obligación de garantía, 
se traduce en la obligación que asume el Estado de organizar todo el aparato de poder 
público para permitir el pleno y efectivo goce y ejercicio de los derechos y las libertades 
que se les reconocen en la CADH. Esto implica que los Estados deben adoptar medidas en 
el ámbito interno (artículo 2 de la CADH) que permitan la compatibilidad de las normas 
internas del Estado con sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos, 
de manera de establecer condiciones efectivas que permitan el goce y ejercicio de los 
derechos consagrados en la Convención. Estas medidas no se agotan en la adopción o 
expulsión de leyes, sino también en la interpretación de la normativa interna de manera 
conforme a la CADH. 

Por su parte, el control de convencionalidad también tiene fundamento en el artículo 29 
de la CADH, en la medida en que todos los poderes u órganos del Estado que han ratificado 
la CADH se encuentran obligados, a través de sus interpretaciones, a permitir de la manera 
más amplia el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la CADH, lo que implica, a 
su vez, interpretaciones restrictivas cuando se trate de limitaciones a los mismos, y 
siempre a la luz de la jurisprudencia de la Corte IDH. 

Asimismo, la necesidad de realizar un control de convencionalidad emana de los principios 
del derecho internacional público. En particular, el principio del pacta sunt servanda, 
consagrado en la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados (artículo 26), así 
como la obligación que tienen los Estados de dar cumplimiento a los tratados de los que 
son parte, dan cuenta del compromiso que tienen los Estados que han suscrito la CADH, 
de realizar un control de convencionalidad con el propósito de cumplir con el mandato de 
protección de los derechos fundamentales. Este imperativo de derecho internacional 
público, debe ser cumplido de buena fe por parte de los Estados.  

También es un principio internacional recogido también por el Convenio de Viena de 
Derecho de los Tratados (artículo 27), que los Estados no pueden invocar disposiciones 
de derecho interno como fundamento para dejar de cumplir compromisos internacionales. 
En este sentido, la Corte IDH ha reafirmado que la obligación de tomar todas las medidas 
necesarias para dar goce pleno y efectivo a los derechos y libertades consagrados en la 
Convención, incluye la de adecuar la normativa no convencional existente. En este sentido, 
el control de convencionalidad goza de sólidos fundamentos jurídicos en normas 
convencionales y en normas y principios de derecho internacional público.  

La Corte IDH ha transitado un largo camino, como veremos en este cuadernillo, para 
precisar el contenido y alcance de esta obligación. La evolución de la jurisprudencia de la 
Corte IDH nos muestra que la figura del control de convencionalidad, como herramienta 
eficaz para el cumplimiento de las obligaciones del Estado, tiene como principales 
características:  

(i) Consiste en verificar la compatibilidad de las normas y demás prácticas internas 
con la CADH, la jurisprudencia de la Corte IDH y los demás tratados interamericanos 
de los cuales el Estado sea parte.  

(ii) Debe ser realizado de oficio por toda autoridad pública.  

(ii) Su ejercicio se realiza en el ámbito de competencias de cada autoridad. Por tanto, 
su ejecución puede implicar la supresión de normas contrarias a la CADH o bien su 
interpretación conforme a la CADH. 
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(iii) La obligación que está siempre presente tras el control de convencionalidad es la 
de realizar un ejercicio hermenéutico que haga compatibles las obligaciones del Estado 
con sus normas internas. 

(iv) Es baremo de convencionalidad la normativa internacional y la jurisprudencia de 
la Corte IDH, tanto contenciosa como consultiva. 

(iv) La obligatoriedad de realizar el control deriva de los principios del derecho 
internacional público y de las propias obligaciones internacionales del Estado asumidas 
al momento de hacerse parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

 

II. CONTROL DE CONVENCIONALIDAD. Primera aproximación 

El control de convencionalidad, con dicha denominación, aparece por primera vez en la 
jurisprudencia contenciosa de la Corte IDH en el caso Almonacid Arellano vs. Chile. Con 
anterioridad, el juez Sergio García Ramírez, en sus votos de los casos Myrna Mack y Tibi, 
había realizado una aproximación conceptual al control de convencionalidad que se realiza 
en la sede interamericana y en el ámbito interno de los Estados, pero en Almonacid 
Arellano la Corte precisa sus principales elementos. 

Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C 
No. 154.2 

124. La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio 
de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento 
jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención 
Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos a 
ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no 
se vean mermadas por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde un 
inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer una 
especie de “control de convencionalidad” entre las normas jurídicas internas que aplican 
en los casos concretos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta 
tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la 
interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la 
Convención Americana. En similar sentido, ver entre otros: Caso La Cantuta Vs. Perú. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2006, párr.173.  
 

 

 

                                          
2 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por falta de investigación y sanción de los 
responsables de la ejecución extrajudicial de Luis Alfredo Almonacid Arellano, así como a la falta de reparación 
adecuada a favor de sus familiares. La Corte IDH estableció la responsabilidad del Estado por la violación de los 
siguientes derechos de la Convención Americana: Artículo 1 (Obligación de respetar los derechos), Artículo 2 (Deber 
de adoptar disposiciones de derecho interno), Artículo 25 (Protección judicial), Artículo 8 (Garantías judiciales). Un 
resumen del caso se encuentra disponible en https://corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=335 

https://corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=335
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III. MODELO DE JUICIO DE CONVENCIONALIDAD 

Corte IDH. Caso Boyce y otros Vs. Barbados. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2007. Serie C No. 169.3 

77. La Corte observa que el CJCP [Comité Judicial del Consejo Privado] llegó a la 
conclusión mencionada anteriormente a través de un análisis puramente constitucional, 
en el cual no se tuvo en cuenta las obligaciones que tiene el Estado conforme a la 
Convención Americana y según la jurisprudencia de esta Corte. De acuerdo con la 
Convención de Viena sobre la Ley de Tratados, Barbados debe cumplir de buena fe con 
sus obligaciones bajo la Convención Americana y no podrá invocar las disposiciones de su 
derecho interno como justificación para el incumplimiento de dichas obligaciones 
convencionales. En el presente caso, el Estado está precisamente invocando disposiciones 
de su derecho interno a tales fines.  

78. El análisis del CJCP no debería haberse limitado a evaluar si la LDCP [Ley de Delitos 
del Estado contra la Persona] era inconstitucional. Más bien, la cuestión debería haber 
girado en torno a si la ley también era “convencional”. Es decir, los tribunales de Barbados, 
incluso el CJCP y ahora la Corte de Justicia del Caribe, deben también decidir si la ley de 
Barbados restringe o viola los derechos reconocidos en la Convención. En este sentido, la 
Corte ha afirmado, en otras ocasiones, que[:] 

el Poder Judicial debe ejercer una especie de “control de convencionalidad” entre las normas 
jurídicas internas […] y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta tarea, el 
Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que 
del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana. 

79. En concordancia con lo expuesto, la Corte ha expresado en otras oportunidades que 
una “cláusula de exclusión” que se encontraba en la Constitución de Trinidad y Tobago 
tenía el efecto de excluir del escrutinio judicial ciertas leyes que, de otra forma, serían 
violatorias de derechos fundamentales. De manera similar, en el presente caso, el artículo 
26 de la Constitución de Barbados le niega a sus ciudadanos en general, y a las presuntas 
víctimas en particular, el derecho de exigir protección judicial contra violaciones al derecho 
a la vida.  

80. En este sentido, a la luz de la jurisprudencia de la Corte y en tanto que el artículo 26 
de la Constitución de Barbados impide el escrutinio judicial sobre el artículo 2 de la Ley de 
Delitos contra la Persona, que a su vez es violatoria del derecho a no ser privado, 
arbitrariamente, de la vida, la Corte considera que el Estado no ha cumplido con el deber 
establecido en el artículo 2 de la Convención en relación con los artículos 1.1, 4.1, 4.2 y 
25.1 de dicho instrumento.  

                                          
3 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la imposición de la pena de muerte en perjuicio 
de Lennox Ricardo Boyce, Jeffrey Joseph, Frederick Benjamin Atkins y Michael McDonald Huggin. La Corte IDH 
estableció la responsabilidad del Estado por la violación de los siguientes derechos de la Convención Americana: 
Artículo 1 (Obligación de respetar los derechos), Artículo 2 (Deber de adoptar disposiciones de derecho interno), 
Artículo 25 (Protección judicial), Artículo 4 (Derecho a la vida), Artículo 5 (Derecho a la integridad personal). Un 
resumen del caso se encuentra disponible en https://corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=264 

https://corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=264
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Corte IDH. Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 302.4 

307. Respecto de esta medida, la Corte nota que el régimen disciplinario en Honduras ha 
sido modificado con respecto al régimen que fue aplicado a las presuntas víctimas. Este 
Tribunal recuerda que no le corresponde realizar una revisión en abstracto de normas que 
no fueron aplicadas o no tuvieron algún tipo de impacto en las violaciones declaradas en 
un caso concreto. En el presente caso el nuevo régimen disciplinario no fue aplicado a las 
víctimas ni consta que su posible aplicación pueda tener relación directa con los hechos 
de este caso. Por ello, y tomando en cuenta que las medidas solicitadas implican el análisis 
de normas jurídicas y alegados avances legales que no constituían el régimen que se 
encontraba vigente al momento en que se llevaron a cabo los procesos disciplinarios 
contra las víctimas de este caso, la Corte considera que no corresponde emitir un 
pronunciamiento sobre dichas solicitudes al disponer las reparaciones del presente caso. 
No obstante, la Corte recuerda que cuando un Estado es parte de un tratado internacional 
como la Convención Americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces, están sometidos 
a aquél, lo cual les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención 
no se vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin. Los jueces 
y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles, están en la 
obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre las normas internas 
y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias 
y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos 
vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta no solamente el tratado, 
sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete 
última de la Convención Americana. Por tanto, en la aplicación del nuevo régimen 
disciplinario, las autoridades internas están obligadas a tomar en cuenta las 
interpretaciones de la Convención Americana realizadas por la Corte Interamericana, en 
este y otros casos, incluyendo lo relativo a la importancia de que los procesos disciplinarios 
y las normas aplicables estén legalmente y claramente establecidas, las garantías 
judiciales que se deben asegurar en este tipo de procesos, el derecho a la estabilidad en 
el cargo, así como el respeto de los derechos políticos, libertad de expresión y derecho de 
reunión de los jueces y juezas. El cumplimiento de dicha obligación no será analizada por 
esta Corte dentro de la supervisión de cumplimiento de la presente Sentencia. 

 

 

 

                                          
4 El 5 de octubre de 2015, la Corte IDH emitió una Sentencia mediante la cual declaró, por unanimidad, que el Estado 
era responsable por la violación a la libertad de expresión, del derecho de reunión, los derechos políticos, el derecho 
de asociación, las garantías judiciales y la protección judicial, el derecho a permanecer en el cargo en condiciones de 
igualdad y el principio de legalidad, en el marco de los procesos disciplinarios realizados en contra de los jueces Adán 
Guillermo López Lone, Luis Alonso Chévez de la Rocha y Ramón Enrique Barrios Maldonado, así como de la magistrada 
Tirza del Carmen Flores Lanza. Como consecuencia de estos procesos los cuatro jueces fueron destituidos y, tres de 
ellos, separados del Poder Judicial. Dichos procesos disciplinarios fueron iniciados por conductas de las víctimas en 
defensa de la democracia y el estado de derecho en el contexto del golpe de estado ocurrido en junio de 2009 en 
Honduras. Resumen del caso: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_302_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_302_esp.pdf
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Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 
350.5 

225. La afirmación anterior no implica que los sistemas de enjuiciamiento penal por 
jurados queden al arbitrio del diseño estatal o que la legislación interna tenga 
preeminencia sobre los requerimientos convencionales, sino que el diseño de los 
ordenamientos procesales debe responder a los postulados de garantía que exige la 
Convención Americana. Es en esta medida que la Corte deberá ejercer su control de 
convencionalidad para examinar si los procedimientos, tal como fueron diseñados e 
implementados por el Estado, se ajustan a los parámetros dictados por el artículo 8. 

Corte IDH. Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de marzo de 2020. Serie C No. 
402.6 

269. Respecto de la primera y la segunda solicitud de las representantes, la Corte 
considera que ellas no guardan un nexo causal con las violaciones determinadas en el 
presente caso, por lo que no considera necesario ordenarlas. Respecto a la solicitud de 
modificación de la tipificación de la tortura, la Corte advierte que la tipificación de la tortura 
actualmente vigente no fue la aplicada en los hechos del presente caso. Este Tribunal 
recuerda que no le corresponde realizar una revisión en abstracto de normas que no fueron 
aplicadas o no tuvieron algún tipo de impacto en las violaciones declaradas en un caso 
concreto. Por tanto, la Corte considera que no corresponde emitir un pronunciamiento 
sobre dicha solicitud al disponer las reparaciones del presente caso. No obstante, la Corte 
recuerda que cuando un Estado es parte de un tratado internacional como la Convención 
Americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces, están sometidos a aquél, lo cual les 
obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean 
mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin. Los jueces y órganos 
vinculados a la administración de justicia en todos los niveles, están en la obligación de 
ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre las normas internas y la 
Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de 
las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos 
vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta no solamente el tratado, 
sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete 
última de la Convención Americana. Por tanto, en la aplicación de la nueva tipificación de 
tortura, las autoridades internas están obligadas a tomar en cuenta las interpretaciones 
de la Convención Americana realizadas por la Corte Interamericana, en este y otros casos, 
incluyendo la posibilidad que la tortura sea cometida con fines discriminatorios. 

                                          
5 El 8 de marzo de 2018, la Corte IDH emitió una Sentencia mediante la cual declaró responsable internacionalmente 
al Estado por la violación de los derechos a la integridad personal, a las garantías judiciales, a la vida privada y 
familiar, a la protección de la familia, de residencia y a la protección judicial, en relación con las obligaciones generales 
de respeto, garantía, no discriminación y protección especial de niñas, niños y adolescentes, así como por el 
incumplimiento de las obligaciones derivadas del artículo 7.b) de la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer o Convención de Belém do Pará, en perjuicio de V.R.P. y de su 
grupo familiar. Resumen del caso: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_350_esp.pdf 
6 El 12 de marzo de 2020, la Corte IDH emitió una Sentencia mediante la cual declaró internacionalmente responsable 
al Estado por la violación de los derechos a la libertad personal, a la integridad personal, a la vida privada, a no ser 
sometida a tortura, a las garantías judiciales y a la protección judicial de Azul Rojas Marín, en relación con las 
obligaciones de respetar y garantizar dichos derechos sin discriminación y de adoptar disposiciones de derecho 
interno. La Corte también declaró responsable al Estado por la violación del derecho a la integridad personal de la 
madre de Azul Rojas Marín, la señora Juan Rosa Tanta Marín. El resumen del caso se encuentra disponible en: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_402_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_350_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_402_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Urrutia Laubreaux Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 2020. Serie C No. 409.7 

93. En relación con lo anterior, la Corte recuerda que el control de convencionalidad ha 
sido concebido como una institución que se utiliza para aplicar el Derecho Internacional, 
en este caso el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, y específicamente la 
Convención Americana y sus fuentes, incluyendo la jurisprudencia de este Tribunal. El 
control de convencionalidad es una obligación propia de todo poder, órgano o autoridad 
del Estado Parte en la Convención, los cuales deben, en el marco de sus respectivas 
competencias y de las regulaciones procesales correspondientes, controlar que los 
derechos humanos de las personas sometidas a su jurisdicción sean respetados y 
garantizados. Los jueces y órganos judiciales deben prevenir potenciales violaciones a 
derechos humanos reconocidos en la Convención Americana, o bien solucionarlas a nivel 
interno cuando ya hayan ocurrido, teniendo en cuenta las interpretaciones de la Corte 
Interamericana. Solo en caso contrario pueden ser considerados por ésta, en cuyo 
supuesto ejercerá un control complementario de convencionalidad. En ese sentido, un 
adecuado control de convencionalidad a nivel interno fortalece la complementariedad del 
Sistema Interamericano y la eficacia de la Convención Americana al garantizar que las 
autoridades nacionales actúen como garantes de los derechos humanos de fuente 
internacional. 

Corte IDH. Caso Fernández Prieto y Tumbeiro Vs. Argentina. Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 1 de septiembre de 2020. Serie C No. 411.8 

99. La Corte recuerda que el artículo 2 de la Convención contempla el deber general de 
los Estados Partes de adecuar su derecho interno a las disposiciones de la misma para 
garantizar los derechos en ella consagrados. Este deber implica la adopción de medidas 
en dos vertientes. Por una parte, la supresión de las normas y prácticas de cualquier 
naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención. Por otra, la 
expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia 
de dichas garantías. Precisamente, respecto a la adopción de dichas medidas, esta Corte 
ha reconocido que todas las autoridades de un Estado Parte en la Convención tienen la 
obligación de ejercer un control de convencionalidad, de forma tal que la interpretación y 
aplicación del derecho nacional sea consistente con las obligaciones internacionales del 
Estado en materia de derechos humanos. 

100. Respecto al control de convencionalidad, el Tribunal ha señalado que cuando un 
Estado es parte de un tratado internacional como la Convención Americana, todos sus 
órganos, incluidos sus jueces, están sometidos a aquél, lo cual les obliga a velar por que 
los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la aplicación 
de normas contrarias a su objeto y fin. Los jueces y órganos vinculados a la administración 

                                          
7 El 27 de agosto de 2020, la Corte IDH emitió una Sentencia mediante la cual declaró internacionalmente responsable 
al Estado por la violación de los derechos a la libertad de pensamiento y expresión, a las garantías judiciales, y al 
principio de legalidad, en relación con la obligación de respetar y garantizar dichos derechos y el deber de adoptar 
disposiciones de derecho interno, en perjuicio del Juez Daniel David Urrutia Laubreaux. El resumen del caso se 
encuentra disponible en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_409_esp.pdf 
8 El 1 de septiembre de 2020, la Corte IDH emitió una Sentencia mediante la cual declaró la responsabilidad 
internacional del Estado por las violaciones a diversos derechos en perjuicio de los señores Carlos Alberto Fernández 
Prieto y Carlos Alejandro Tumbeiro. El caso se relacionó con la interceptación y posterior registro del automóvil donde 
se transportaba el señor Fernández Prieto por parte de la Policía de la Provincia de Buenos Aires en 1992, y la 
detención con fines de identificación y requisa corporal del señor Tumbeiro por parte de la Policía Federal Argentina 
en 1998. Estos hechos implicaron tanto una restricción a la libertad de movimiento, como una revisión de las 
pertenencias que llevaban consigo, ya fuera en virtud del registro del automóvil en el caso del señor Fernández 
Prieto, o por la requisa corporal del señor Tumbeiro. El resumen del caso se encuentra disponible en el siguiente 
enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_411_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_409_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_411_esp.pdf
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de justicia en todos los niveles, están en la obligación de ejercer ex officio un “control de 
convencionalidad” entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente 
en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales 
correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos vinculados a la administración de 
justicia deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que 
del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención 
Americana. Por tanto, en la creación e interpretación de las normas que faculten a la 
policía a realizar detenciones sin orden judicial o en flagrancia, las autoridades internas, 
incluidos los tribunales, están obligadas a tomar en cuenta las interpretaciones de la 
Convención Americana realizadas por la Corte Interamericana respecto a la necesidad de 
que las mismas se realicen en cumplimiento con los estándares en materia de libertad 
personal, los cuales han sido reiterados en el presente capítulo. 

Corte IDH. Caso Casa Nina Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2020. Serie C No. 419.9 

139. Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal reitera que las distintas autoridades estatales, 
incluidos los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia, están en la 
obligación de ejercer ex officio un control de convencionalidad entre las normas internas 
y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias 
y de las regulaciones procesales correspondientes; en esta tarea, las autoridades internas 
deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del 
mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana. 
De esa cuenta, con independencia de las reformas normativas que el Estado deba adoptar, 
deviene imperativo que las autoridades competentes para decidir el nombramiento y 
remoción de las y los fiscales, así como los tribunales de justicia, ajusten su interpretación 
normativa a los principios establecidos en esta Sentencia. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                          
9 El 24 de noviembre de 2020, la Corte IDH emitió una Sentencia mediante la cual declaró internacionalmente 
responsable al Estado por la violación de los derechos a las garantías judiciales, de permanecer en el cargo en 
condiciones de igualdad, a la estabilidad laboral y a la protección judicial en perjuicio del señor Julio Casa Nina, como 
consecuencia de la decisión de separarlo del cargo de Fiscal Adjunto Provincial Provisional del Distrito Judicial de 
Ayacucho. Resumen del caso: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_419_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_419_esp.pdf
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IV.  EVOLUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE IDH: 
PRECISIONES CONCEPTUALES 

El control de convencionalidad debe ser realizado ex officio y en el 
marco de competencias y regulaciones procesales correspondientes 

Corte IDH. Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) Vs. 
Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 
de noviembre de 2006. Serie C No. 158.10 

128. Cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención 
Americana, sus jueces también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque el 
efecto útil de la Convención no se vea mermado o anulado por la aplicación de leyes 
contrarias a sus disposiciones, objeto y fin. En otras palabras, los órganos del Poder 
Judicial deben ejercer no sólo un control de constitucionalidad, sino también “de 
convencionalidad” ex officio entre las normas internas y la Convención Americana, 
evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones 
procesales correspondientes. Esta función no debe quedar limitada exclusivamente por las 
manifestaciones o actos de los accionantes en cada caso concreto, aunque tampoco 
implica que ese control deba ejercerse siempre, sin considerar otros presupuestos 
formales y materiales de admisibilidad y procedencia de ese tipo de acciones. En similar 
sentido, ver entre otros: Caso Heliodoro Portugal Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de agosto de 2008, párr.180; Caso Radilla 
Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 23 de noviembre de 2009, párr. 339; Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010, 
párr. 236; Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010, párr.219 y Caso Liakat Ali 
Alibux Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 30 de enero de 2014, párr. 151. 
 

 

 

 

 

 

                                          
10 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por el despido de 257 trabajadores del Congreso, 
así como por la falta de un debido proceso para cuestionar dicha situación. La Corte IDH estableció la responsabilidad 
del Estado por la violación de los siguientes derechos de la Convención Americana: Artículo 1 (Obligación de respetar 
los derechos), Artículo 2 (Deber de adoptar disposiciones de derecho interno), Artículo 25 (Protección judicial), 
Artículo 26 (Desarrollo progresivo), Artículo 8 (Garantías judiciales). El resumen del caso se encuentra disponible en 
el siguiente enlace: https://corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=192 

https://corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=192


 

12   

7 CONTROL DE CONVENCIONALIDAD 

 
La obligación de realizar el control de convencionalidad por jueces y 
órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles 

Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 
2010. Serie C No. 220.11 

225. Este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que es consciente de que las 
autoridades internas están sujetas al imperio de la ley y, por ello, están obligadas a aplicar 
las disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado es Parte de 
un tratado internacional como la Convención Americana, todos sus órganos, incluidos sus 
jueces, también están sometidos a aquél, lo cual les obliga a velar por que los efectos de 
las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la aplicación de normas 
contrarias a su objeto y fin. Los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia 
en todos los niveles están en la obligación de ejercer ex officio un “control de 
convencionalidad” entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente 
en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales 
correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos vinculados a la administración de 
justicia deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que 
del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención 
Americana. En similar sentido, ver entre otros: Caso Liakat Ali Alibux Vs. Surinam. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de enero de 
2014, párr. 151; Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. República 
Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014, párr. 311 y Caso Colindres Schonenberg Vs. El Salvador. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de febrero de 2019. Serie C No. 373, párr. 75.  
233. De tal manera, como se indicó en los Casos Radilla Pacheco, Fernández Ortega y 
Rosendo Cantú, es necesario que las interpretaciones constitucionales y legislativas 
referidas a los criterios de competencia material y personal de la jurisdicción militar en 
México, se adecuen a los principios establecidos en la jurisprudencia de este Tribunal que 
han sido reiterados en el presente caso y que aplican para toda violación de derechos 
humanos que se alegue hayan cometido miembros de las fuerzas armadas. Ello implica 
que, independientemente de las reformas legales que el Estado deba adoptar […], en el 
presente caso corresponde a las autoridades judiciales, con base en el control de 
convencionalidad, disponer inmediatamente y de oficio el conocimiento de los hechos por 
el juez natural, es decir el fuero penal ordinario.  

 

 

 

                                          
11 El 26 de noviembre de 2010, la Corte IDH declaró, por unanimidad, que el Estado resultó internacionalmente 
responsable por la violación de los derechos a la libertad personal, integridad personal, garantías judiciales y 
protección judicial en perjuicio de los señores Teodoro Cabrera García y Rodolfo Montiel Flores, y por haber incumplido 
el deber de adoptar disposiciones de derecho interno en lo que respecta a la jurisdicción penal militar. Resumen del 
caso:https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_220_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_220_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros Vs. 
Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 8 de octubre de 2015. Serie C No. 304.12 

346. En este sentido, la Corte recuerda que la interpretación de la normativa aplicable en 
materia indígena, los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos 
los niveles, están en la obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” 
entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus 
respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta 
tarea, los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia deben tener en 
cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la 
Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana. Lo anterior, resulta 
especialmente aplicable a la interpretación de la legislación en materia de minería a la a 
luz de los estándares expuestos en la presente Sentencia (...). 

El Control de convencionalidad es una obligación de toda autoridad 
pública 

Corte IDH. Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de 
febrero de 2011. Serie C No. 221.13 

193. Cuando un Estado es Parte de un tratado internacional como la Convención 
Americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces, están sometidos a aquél, lo cual les 
obliga a velar por que los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean 
mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin, por lo que los jueces 
y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles están en la 
obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre las normas internas 
y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias 
y de las regulaciones procesales correspondientes y en esta tarea, deben tener en cuenta 
no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte 
Interamericana, intérprete última de la Convención Americana. En similar sentido, ver 
entre otros: Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016, párr. 242. 
239. La sola existencia de un régimen democrático no garantiza, per se, el permanente 
respeto del Derecho Internacional, incluyendo al Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, lo cual ha sido así considerado incluso por la propia Carta Democrática 
Interamericana. La legitimación democrática de determinados hechos o actos en una 

                                          
12 El 8 de octubre de 2015, la Corte IDH emitió su Sentencia y declaró que el Estado era responsable por la violación 
del derecho a la propiedad colectiva, con motivo de la falta de garantía del uso y goce de su territorio, a través de 
su saneamiento y la falta de adopción de medidas de derecho interno, a fin de garantizar el derecho a la consulta e 
identidad cultural. Asimismo, declaró que el Estado violó los derechos a la protección judicial y garantías judiciales, 
debido a que los recursos dispuestos no fueron efectivos para la protección de los derechos alegados, en perjuicio 
de la Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros. El resumen del caso se encuentra disponible en el 
siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_304_esp.pdf 
13 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la la desaparición forzada de María Claudia 
García Iruretagoyena de Gelman, así como de la la supresión y sustitución de identidad de María Macarena Gelman 
García. La Corte estableció la responsabilidad del Estado por la violación de los siguientes derechos de la Convención 
Americana: Artículo 1 (Obligación de respetar los derechos), Artículo 11 (Derecho a la honra y dignidad), Artículo 13 
(Libertad de pensamiento y expresión), Artículo 18 (Derecho al nombre), Artículo 2 (Deber de adoptar disposiciones 
de derecho interno), Artículo 20 (Derecho a la nacionalidad), Artículo 25 (Protección Judicial), Artículo 3 (Derecho al 
reconocimiento de la personalidad jurídica), Artículo 4 (Derecho a la vida), Artículo 5 (Derecho a la integridad 
personal), Artículo 7 (Derecho a la libertad personal), Artículo 8 (Garantías judiciales). El resumen del caso se 
encuentra disponible en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_221_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_304_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_221_esp.pdf
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sociedad está limitada por las normas y obligaciones internacionales de protección de los 
derechos humanos reconocidos en tratados como la Convención Americana, de modo que 
la existencia de un verdadero régimen democrático está determinada por sus 
características tanto formales como sustanciales, por lo que, particularmente en casos de 
graves violaciones a las normas del Derecho Internacional de los Derechos, la protección 
de los derechos humanos constituye un límite infranqueable a la regla de mayorías, es 
decir, a la esfera de lo “susceptible de ser decidido” por parte de las mayorías en instancias 
democráticas, en las cuales también debe primar un “control de convencionalidad” […], 
que es función y tarea de cualquier autoridad pública y no sólo del Poder Judicial. En este 
sentido, la Suprema Corte de Justicia ha ejercido, en el Caso Nibia Sabalsagaray 
Curutchet, un adecuado control de convencionalidad respecto de la Ley de Caducidad, al 
establecer, inter alia, que “el límite de la decisión de la mayoría reside, esencialmente, en 
dos cosas: la tutela de los derechos fundamentales (los primeros, entre todos, son el 
derecho a la vida y a la libertad personal, y no hay voluntad de la mayoría, ni interés 
general ni bien común o público en aras de los cuales puedan ser sacrificados) y la sujeción 
de los poderes públicos a la ley”. […]  

Corte IDH. Caso de Personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. República 
Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 282.14 

497. Finalmente, esta Corte considera pertinente recordar, sin perjuicio de lo ordenado, 
que en el ámbito de su competencia “todas las autoridades y órganos de un Estado Parte 
en la Convención tienen la obligación de ejercer un ‘control de convencionalidad’”.  

Corte IDH. Caso Rochac Hernández y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014. Serie C No. 285.15 

213. Además, ha dispuesto en el Caso de las Masacres de El Mozote y lugares aledaños 
que el Estado debe asegurar que la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la 
Paz no vuelva a representar un obstáculo para la investigación de los hechos materia del 
presente caso ni para la identificación, juzgamiento y eventual sanción de los responsables 
de los mismos y de otras graves violaciones de derechos humanos similares acontecidas 

                                          
14 El 28 de agosto de 2014, la Corte IDH emitió su Sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas y declaró que el Estado es internacionalmente responsable por la violación de los siguientes derechos 
establecidos en la Convención Americana: reconocimiento de la personalidad jurídica (Artículo 3), nacionalidad 
(Artículo 20), nombre (Artículo 18), así como por el conjunto de dichas violaciones el derecho a la identidad, libertad 
personal (Artículo 7), de circulación y de residencia (Artículo 22.1, 22.5 y 22.9), garantías judiciales (Artículo 8.1), 
protección judicial (Artículo 25.1), protección a la familia (Artículo 17.1) y protección de la honra y de la dignidad en 
relación con la prohibición de injerencias arbitrarias en la vida privada y familiar (Artículo 11.2). La violación de estos 
derechos fue declarada en relación con el incumplimiento de las obligaciones establecidas en el Artículo 1.1 de la 
Convención inclusive, según el caso, de la obligación de respetar los derechos sin discriminación. Adicionalmente, la 
Corte declaró la violación de los derechos del niño (Artículo 19), en perjuicio de las víctimas que al momento en que 
ocurrieron los hechos eran niñas o niños. Finalmente, este Tribunal declaró que el Estado incumplió su deber de 
adoptar disposiciones de derecho interno, establecido en el artículo 2 de la Convención Americana. El resumen del 
caso se encuentra disponible en https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_282_esp.pdf 
15 El 14 de octubre de 2014, la Corte IDH emitió una Sentencia mediante la cual declaró responsable 
internacionalmente al Estado por las desapariciones forzadas de José Adrián Rochac Hernández, Santos Ernesto 
Salinas, Emelinda Lorena Hernández, Manuel Antonio Bonilla y Ricardo Abarca Ayala, en el transcurso de diferentes 
operativos de contrainsurgencia durante el conflicto armado en El Salvador. Estas desapariciones no constituyeron 
hechos aislados, sino que se insertan en el patrón sistemático estatal de desapariciones forzadas de niñas y niños 
que se verificó durante el conflicto armado en El Salvador. Por otra parte, al momento de emisión del Fallo, habían 
transcurrido más de 30 años desde las desapariciones forzadas sin que sus autores materiales o intelectuales fueran 
identificados y procesados y sin que se conozca la verdad de los hechos ni sus paraderos. El resumen del caso se 
encuentra disponible en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_285_esp.pdf 

https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_282_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_285_esp.pdf
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durante el conflicto armado en El Salvador. Esta obligación vincula a todos los poderes y 
órganos estatales en su conjunto, los cuales se encuentran obligados a ejercer un control 
“de convencionalidad” ex officio entre las normas internas y la Convención Americana, 
evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones 
procesales correspondientes. […] 

244. Por otra parte, la Corte estima pertinente ordenar al Estado que implemente, en un 
plazo razonable, programas permanentes de derechos humanos dirigidos a policías, 
fiscales, jueces y militares, así como a funcionarios encargados de la atención a familiares 
y víctimas de desaparición forzada de personas, en los cuales se incluya el tema de los 
derechos humanos de niñas y niños desaparecidos durante el conflicto armado interno y 
del sistema interamericano de protección de los derechos humanos, así como del control 
de convencionalidad. 
 

Parámetro de convencionalidad se extiende a otros tratados de 
derechos humanos 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros ("Diario Militar") Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 noviembre de 2012. Serie C No. 253.16 

330. Asimismo, este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que, cuando un Estado 
es parte de tratados internacionales como la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y la Convención Belém do Pará, 
dichos tratados obligan a todos sus órganos, incluido el poder judicial, cuyos miembros 
deben velar por que los efectos de las disposiciones de dichos tratados no se vean 
mermados por la aplicación de normas o interpretaciones contrarias a su objeto y fin. Los 
jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles están en 
la obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre las normas 
internas y los tratados de derechos humanos de los cuales es Parte el Estado, 
evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones 
procesales correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos vinculados a la 
administración de justicia, como el ministerio público, deben tener en cuenta no solamente 
la Convención Americana y demás instrumentos interamericanos, sino también la 
interpretación que de estos ha hecho la Corte Interamericana. En similar sentido, ver entre 
otros: Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012, párr. 262.  
 

 

 

 

                                          
16 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la desaparición forzada de 26 personas, la 
ejecución extrajudicial de una persona, y los actos de tortura en perjuicio de una niña, por parte de agentes militares, 
así como por la falta de investigación y sanción de los responsables de los hechos. El resumen del caso se encuentra 
disponible en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_253_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_253_esp.pdf
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La Convención Americana sobre derechos humanos no impone un 
determinado modelo de control de convencionalidad 

Corte IDH. Caso Liakat Ali Alibux Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C No. 276.17 

124. Finalmente, en relación con los argumentos del representante y de la Comisión […] 
sobre la vulneración del derecho a la protección judicial con motivo de la ausencia de un 
Tribunal Constitucional, si bien la Corte reconoce la importancia de éstos órganos como 
protectores de los mandatos constitucionales y los derechos fundamentales, la Convención 
Americana no impone un modelo específico para realizar un control de constitucionalidad 
y convencionalidad. En este sentido, la Corte recuerda que la obligación de ejercer un 
control de convencionalidad entre las normas internas y la Convención Americana le 
compete a todos los órganos del Estado, incluidos sus jueces y demás órganos vinculados 
a la administración de justicia en todos los niveles.  

Parámetro de convencionalidad ampliado a las opiniones consultivas 

Opinión Consultiva OC-21/14. Derechos y garantías de niñas y niños en el 
contexto de la migración y/o en necesidad de protección internacional. Opinión 
Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. Serie A No. 21.18 

31. Del mismo modo, la Corte estima necesario recordar que, conforme al derecho 
internacional, cuando un Estado es parte de un tratado internacional, como la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, dicho tratado obliga a todos sus órganos, incluidos 
los poderes judicial y legislativo, por lo que la violación por parte de alguno de dichos 
órganos genera responsabilidad internacional para aquél. Es por tal razón que estima 
necesario que los diversos órganos del Estado realicen el correspondiente control de 
convencionalidad, también sobre la base de lo que señale en ejercicio de su competencia 
no contenciosa o consultiva, la que innegablemente comparte con su competencia 
contenciosa el propósito del sistema interamericano de derechos humanos, cual es, “la 
protección de los derechos fundamentales de los seres humanos”. A su vez, a partir de la 
norma convencional interpretada a través de la emisión de una opinión consultiva, todos 
los órganos de los Estados Miembros de la OEA, incluyendo a los que no son Parte de la 
Convención pero que se han obligado a respetar los derechos humanos en virtud de la 
Carta de la OEA (artículo 3.l) y la Carta Democrática Interamericana (artículos 3, 7, 8 y 
9), cuentan con una fuente que, acorde a su propia naturaleza, contribuye también y 
especialmente de manera preventiva, a lograr el eficaz respeto y garantía de los derechos 
humanos y, en particular, constituye una guía a ser utilizada para resolver las cuestiones 

                                          
17 El 30 de enero de 2014, la Corte IDH emitió su Sentencia y declaró que el Estado es internacionalmente responsable 
por la violación del derecho a recurrir el fallo ante juez o tribunal superior, así como del derecho de circulación y 
residencia, respecto del impedimento de salida del país, en perjuicio del señor Alibux, ex Ministro de Finanzas y 
Recursos Naturales en Suriname. El resumen del caso se encuentra disponible en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_276_esp.pdf 
18 El 7 de julio de 2011, la República Argentina, la República Federativa de Brasil, la República del Paraguay y la 
República Oriental del Uruguay, presentaron una solicitud de Opinión Consultiva sobre niñez migrante a fin de que 
el Tribunal “determin[e] con mayor precisión cuáles son las obligaciones de los Estados con relación a las medidas 
pasibles de ser adoptadas respecto de niñas y niños, asociada a su condición migratoria, o a la de sus padres, a la 
luz de la interpretación autorizada de los artículos 1.1, 2, 4.1, 5, 7, 8, 11, 17, 19, 22.7, 22.8, 25 y 29 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y los artículos 1, 6, 8, 25 y 27 de la Declaración Americana de [los] Derechos 
y Deberes del Hombre y el artículo 13 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura”. 
Resumen de la Opinión Consultiva: https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/resumen_seriea_21_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_276_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/resumen_seriea_21_esp.pdf
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sobre infancia en el contexto de la migración y así evitar eventuales vulneraciones de 
derechos humanos. 

Corte IDH. Titularidad de derechos de las personas jurídicas en el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos (Interpretación y alcance del artículo 1.2, 
en relación con los artículos 1.1, 8, 11.2, 13, 16, 21, 24, 25, 29, 30, 44, 46, y 62.3 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como del artículo 8.1 
A y B del Protocolo de San Salvador). Opinión Consultiva OC-22/16 de 26 de 
febrero de 2016. Serie A No. 22.19 

26. La Corte recuerda, como lo ha hecho en otras oportunidades, que la labor 
interpretativa que debe cumplir en ejercicio de su función consultiva difiere de su 
competencia contenciosa en que no existen “partes” involucradas en el procedimiento 
consultivo, y no existe tampoco un litigio a resolver. El propósito central de la función 
consultiva es obtener una interpretación judicial sobre una o varias disposiciones de la 
Convención o de otros tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en 
los Estados americanos. En este orden de ideas, las Opiniones Consultivas cumplen, en 
alguna medida, la función propia de un control de convencionalidad preventivo.  

Corte IDH. La institución del asilo y su reconocimiento como derecho humano en 
el Sistema Interamericano de Protección (interpretación y alcance de los 
artículos 5, 22.7 y 22.8, en relación con el artículo 1.1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-25/18 de 30 de 
mayo de 2018. Serie A No. 25.20 

58. La Corte estima necesario, además, recordar que, conforme al derecho internacional, 
cuando un Estado es parte de un tratado internacional, como la Convención Americana, 
dicho tratado obliga a todos sus órganos, incluidos los poderes judicial y legislativo por lo 
que la violación por parte de alguno de dichos órganos genera responsabilidad 
internacional para aquél. Es por tal razón que estima necesario que los diversos órganos 
del Estado realicen el correspondiente control de convencionalidad, también sobre la base 
de lo que señale en ejercicio de su competencia no contenciosa o consultiva, la que 
innegablemente comparte con su competencia contenciosa, el propósito del sistema 
interamericano de derechos humanos, cual es, “la protección de los derechos 
fundamentales de los seres humanos”. En similar sentido, ver entre otros: Identidad de 
género, e igualdad y no discriminación a parejas del mismo sexo. Obligaciones estatales 
en relación con el cambio de nombre, la identidad de género, y los derechos derivados de 
un vínculo entre parejas del mismo sexo (interpretación y alcance de los artículos 1.1, 3, 
7, 11.2, 13, 17, 18 y 24, en relación con el artículo 1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017. Serie A 
No. 24, párr. 26 y Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación 

                                          
19 Acorde a lo requerido por Panamá, el 26 de febrero de 2016, la Corte IDH emitió su Opinión Consultiva OC-22/16. 
El Tribunal decidió agrupar las preguntas presentadas en cuatro temas principales, a saber: i) la consulta sobre la 
titularidad de derechos de las personas jurídicas en el sistema interamericano; ii) las comunidades indígenas y 
tribales y las organizaciones sindicales; iii) protección de derechos humanos de personas naturales en tanto miembros 
de personas jurídicas, y iv) agotamiento de recursos internos por personas jurídicas. Resumen de la Opinión 
Consultiva: https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/resumen_seriea_22_esp.pdf 
20 Acorde a lo requerido por Ecuador, el 30 de mayo de 2018, la Corte IDH emitió su Opinión Consultiva OC-25/18 
con relación, entre otros, a los temas vinculados con las siguientes preguntas: a) ¿es posible entender que el artículo 
22.7 de la Convención Americana y el artículo XXVII de la Declaración Americana resguardan bajo el derecho humano 
a buscar y recibir asilo las diferentes modalidades, formas o categorías de asilo desarrolladas en el derecho 
internacional (incluyendo el asilo diplomático), y b) ¿Cuáles son las obligaciones internacionales que se derivan de la 
Convención Americana y de la Declaración Americana en una situación de asilo diplomático para el Estado asilante? 
Resumen de la Opinión Consultiva: https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/resumen_seriea_25_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/resumen_seriea_22_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/resumen_seriea_25_esp.pdf


 

18   

7 CONTROL DE CONVENCIONALIDAD 

 
con el medio ambiente en el marco de la protección y garantía de los derechos a la vida y 
a la integridad personal - interpretación y alcance de los artículos 4.1 y 5.1, en relación 
con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión 
Consultiva OC-23/17 de 15 de noviembre de 2017. Serie A No. 23, párr. 28. 

Condiciones para el ejercicio del control de convencionalidad 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal, Caso Molina Theissen y otros 12 Casos Guatemaltecos Vs. 
Guatemala. Medidas Provisionales y Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. 
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 12 de marzo de 
2019. 

45. No obstante, resulta preocupante la intimidación y presión que podrían enfrentar los 
operadores de justicia que, desde sus respectivas competencias, pretendan efectuar un 
control de convencionalidad de llegar a aprobarse la referida iniciativa de ley. En la 
audiencia pública de supervisión efectuada el 11 de marzo de 2019 en el caso Molina 
Theissen, la Comisión destacó el contexto de ataques y amenazas en contra de operadores 
de justicia en Guatemala cuando intentan avanzar en la lucha contra la impunidad, como 
instrumentos de control e intimidación en el ejercicio de sus labores, “especialmente de 
quienes participan en casos de alto impacto, incluyendo los relativos a graves violaciones 
de derechos humanos”. La Comisión se refirió a sus informes sobre Guatemala de los años 
2016 y 2017, indicando que dan cuenta de los ataques a la independencia del Poder 
Judicial en general y a la Corte de Constitucionalidad en particular. Sostuvo que esos 
ataques se han manifestado en amenazas a la vida e integridad personal, en amenazas 
de juicios y antejuicios con miras a la destitución y en actos de desacato a dicho alto 
tribunal por parte de otros poderes del Estado.  

 

V.  CONTROL DE CONVENCIONALIDAD Y OBLIGACIÓN DE 
ADECUAR LA LEGISLACIÓN INTERNA 

Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C 
No. 154. 

121. El Estado, desde que ratificó la Convención Americana el 21 de agosto de 1990, ha 
mantenido vigente el Decreto Ley No. 2.191 por 16 años, en inobservancia de las 
obligaciones consagradas en aquella. Que tal Decreto Ley no esté siendo aplicado por el 
Poder Judicial chileno en varios casos a partir de 1998, si bien es un adelanto significativo 
y la Corte lo valora, no es suficiente para satisfacer las exigencias del artículo 2 de la 
Convención en el presente caso. En primer lugar porque, conforme a lo señalado en los 
párrafos anteriores, el artículo 2 impone una obligación legislativa de suprimir toda norma 
violatoria a la Convención y, en segundo lugar, porque el criterio de las cortes internas 
puede cambiar, decidiéndose aplicar nuevamente una disposición que para el 
ordenamiento interno permanece vigente.  
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Corte IDH. Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de mayo de 2013. Serie C No. 261.21 

221. Al respecto, este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que, cuando un Estado 
es parte de un tratado internacional como la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, dicho tratado obliga a todos sus órganos, incluidos los poderes judicial y 
ejecutivo, cuyos miembros deben velar por que los efectos de las disposiciones de dichos 
tratados no se vean mermados por la aplicación de normas o interpretaciones contrarias 
a su objeto y fin. Los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos 
los niveles están en la obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” 
entre las normas internas y los tratados de derechos humanos de los cuales es Parte el 
Estado, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones 
procesales correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos vinculados a la 
administración de justicia, como el ministerio público, deben tener en cuenta no solamente 
la Convención Americana y demás instrumentos interamericanos, sino también la 
interpretación que de estos ha hecho la Corte Interamericana. 

Corte IDH. Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo 
y Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Serie C No. 260.22 

331. El Tribunal valora positivamente el fallo Casal mencionado por el Estado en cuanto a 
los criterios que se desprenden sobre el alcance de la revisión que comprende el recurso 
de casación, conforme a los estándares que se derivan del artículo 8.2.h) de la Convención 
Americana. El Tribunal también destaca que este fallo fue invocado por los tribunales al 
resolver los recursos de revisión interpuestos por Saúl Cristian Roldán Cajal, César Alberto 
Mendoza, Claudio David Núñez y Lucas Matías Mendoza, y que se hizo un control de 
convencionalidad sobre el alcance del derecho de recurrir del fallo ante un juez o tribunal 
superior. Sobre el fallo Casal, el Estado explicó la manera en que funciona el sistema de 
control constitucional con base al cual los criterios que se desprenden del mismo en 
materia del derecho de recurrir del fallo deben ser aplicados por los jueces argentinos en 
todas las instancias.  

332. La Corte considera que los jueces en Argentina deben seguir ejerciendo un control 
de convencionalidad a fin de garantizar el derecho de recurrir del fallo conforme al artículo 
8.2.h) de la Convención Americana y a la jurisprudencia de este Tribunal. No obstante, la 
Corte se remite a lo señalado sobre las obligaciones que se derivan de los artículos 2 y 
8.2.h) de la Convención Americana […] y considera que, dentro de un plazo razonable, el 
Estado debe adecuar su ordenamiento jurídico interno de conformidad con los parámetros 
establecidos en esta Sentencia.  

                                          
21 La Corte IDH declaró la responsabilidad internacional del Estado, entre otras razones, por el daño sufrido por la 
víctima en un establecimiento de salud y la falta de diligencia al momento de investigar y sancionar los hechos y 
estableció la responsabilidad del Estado por la violación de los siguientes derechos de la Convención Americana: 
Artículo 25 (Protección judicial), Artículo 5 (Derecho a la integridad personal), Artículo 8 (Garantías judiciales). 
Resumen del caso: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_261_esp.pdf 
22 El 14 de mayo de 2013, la Corte IDH emitió una Sentencia mediante la cual declaró internacionalmente responsable 
al Estado por las violaciones de derechos humanos cometidas al haber impuesto penas de privación perpetua de la 
libertad a cinco personas por delitos cometidos durante su infancia. Asimismo, declaró al Estado responsable 
internacionalmente porque los códigos procesales penales aplicados en los casos de dichas personas no permitían 
una revisión amplia de sus juicios por un juez o tribunal superior; por la falta de adecuada atención médica a uno de 
los niños mencionados; por haber sometido a dos de las personas referidas a actos de tortura, sin haber investigado 
estos hechos adecuadamente, y por no haber investigado adecuadamente la muerte de uno de aquéllos mientras se 
encontraba bajo custodia estatal. El resumen del caso se encuentra disponible en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_260_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_261_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_260_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, Miembros y Activista del 
Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. 
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 28 de 
noviembre de 2018.23 

64. Este Corte recuerda que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, los Estados Parte tienen la obligación de dejar sin 
efecto disposiciones legales contrarias a la Convención. Adicionalmente, se reitera que, al 
disponer en la Sentencia la medida de reparación de adecuación del derecho interno en 
relación con el derecho a la defensa a interrogar testigos, la Corte estableció en el párrafo 
436 de la misma que, “a fin de garantizar dicho derecho [...], las autoridades judiciales 
deben aplicar [l]os criterios [...] establecidos por la Corte [...] en ejercicio del control de 
convencionalidad”. El cumplimiento de este deber es fundamental en tanto Chile no 
cumpla con su obligación principal de adecuar el ordenamiento jurídico interno para 
garantizar un derecho adecuado a la defensa a interrogar testigos. 

Corte IDH. Caso Herzog y otros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de marzo de 2018. Serie C No. 353.24 

292. Así las cosas, es evidente que desde su aprobación, la Ley de Amnistía brasileña se 
refiere a delitos cometidos fuera de un conflicto armado no internacional y carece de 
efectos jurídicos porque impide la investigación y sanción de graves violaciones de 
derechos humanos y representa un obstáculo para la investigación de los hechos del 
presente caso y el castigo de los responsables. En el presente caso la Corte considera que 
dicha Ley no puede producir efectos jurídicos y ser considerada válidamente aplicada por 
los tribunales internos. Ya en 1992, cuando se encontraba en plena vigencia la Convención 
Americana para Brasil, los jueces que intervinieron en la acción de habeas corpus deberían 
haber realizado un “control de convencionalidad” ex officio entre las normas internas y la 
Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de 
las regulaciones procesales correspondientes. Con aún más razón las consideraciones 
anteriores se aplicaban al caso sub judice al tratarse de conductas que alcanzaron el 
umbral de crímenes de lesa humanidad.  

311. En el presente caso, el Tribunal concluye que no fue ejercido el control de 
convencionalidad por las autoridades jurisdiccionales del Estado que cerraron la 
investigación en 2008 y 2009. Asimismo, en 2010 la decisión del Supremo Tribunal Federal 
confirmó la validez de la interpretación de la Ley de Amnistía sin considerar las 
obligaciones internacionales de Brasil derivadas del derecho internacional, particularmente 

                                          
23 El 29 de mayo de 2014, la Corte IDH emitió su sentencia sobre el fondo, las reparaciones y costas en el caso, en 
la cual declaró, por unanimidad, que el Estado es responsable por la violación del principio de legalidad y el derecho 
a la presunción de inocencia, así como por la violación del principio de igualdad y no discriminación y el derecho a la 
igual protección de la ley y del derecho a la libertad personal. Asimismo, la Corte IDH declaró, por unanimidad, que 
el Estado violó el derecho de la defensa a interrogar testigos y el derecho a recurrir del fallo ante juez o tribunal 
superior. Además, declaró, por unanimidad, que el Estado violó el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión 
y los derechos políticos. El Tribunal también resolvió que Chile es responsable por la violación del derecho a la 
protección a la familia. Resumen del caso: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_279_esp.pdf 
24 El 15 de marzo de 2018, la Corte IDH emitió una sentencia mediante la cual declaró responsable al Estado, entre 
otros, por la violación de los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, previstos en los artículos 
8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, y en relación con los 
artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (CIPST), en perjuicio de 
Zora, Clarice, André e Ivo Herzog. Lo anterior, como consecuencia de la falta de investigación, juzgamiento y sanción 
de los responsables de la tortura y asesinato de Vladimir Herzog cometidos en un contexto sistemático y generalizado 
de ataques a la población civil, así como por la aplicación de la Ley de Amnistía No. 6683/79 y de otros eximentes 
de responsabilidad prohibidos por el derecho internacional en casos de crímenes de lesa humanidad. El resumen del 
caso está en: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_353_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_279_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_353_esp.pdf
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aquellas establecidas en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con 
los artículos 1.1 y 2 de la misma. El Tribunal estima oportuno recordar que la obligación 
de cumplir con las obligaciones internacionales voluntariamente contraídas corresponde a 
un principio básico del derecho sobre la responsabilidad internacional de los Estados, 
respaldado por la jurisprudencia internacional y nacional, según el cual aquellos deben 
acatar sus obligaciones convencionales internacionales de buena fe (pacta sunt servanda). 
Como ya ha señalado esta Corte y lo dispone el artículo 27 de la Convención de Viena 
sobre el Derecho de los Tratados de 1969, los Estados no pueden, por razones de orden 
interno, incumplir obligaciones internacionales. Las obligaciones convencionales de los 
Estados Parte vinculan a todos sus poderes y órganos, los cuales deben garantizar el 
cumplimiento de las disposiciones convencionales y sus efectos propios (effet utile) en el 
plano de su derecho interno.  

312. Con base en las consideraciones anteriores, la Corte Interamericana concluye que 
por la falta de investigación, así como de juzgamiento y sanción de los responsables de la 
tortura y asesinato de Vladimir Herzog cometidos en un contexto sistemático y 
generalizado de ataques a la población civil, Brasil violó los derechos a las garantías 
judiciales y a la protección judicial, previstos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 
Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, y en relación con los artículos 
1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio 
de Zora, Clarice, André e Ivo Herzog. Asimismo, la Corte concluye que Brasil ha incumplido 
su obligación de adecuar su derecho interno a la Convención, contenida en el artículo 2 
de la misma, en relación con los artículos 8.1, 25 y 1.1 del mismo tratado y los artículos 
1, 6 y 8 de la CIPST en virtud de la aplicación de la Ley de Amnistía No. 6683/79 y de 
otras eximentes de responsabilidad prohibidas por el derecho internacional en casos de 
crímenes de lesa humanidad, de acuerdo con los párrafos 208 a 310 de la presente 
Sentencia.  

Corte IDH. Caso Fernández Prieto y Tumbeiro Vs. Argentina. Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 1 de septiembre de 2020. Serie C No. 411. 

122. En razón de ello, la Corte considera que, dentro de un plazo razonable, el Estado 
debe adecuar su ordenamiento jurídico interno, lo cual implica la modificación de normas 
y el desarrollo de prácticas conducentes a lograr la plena efectividad de los derechos 
reconocidos en la Convención, a efectos de compatibilizarlo con los parámetros 
internacionales que deben existir para evitar la arbitrariedad en los supuestos de 
detención, requisa corporal o registro de un vehículo, abordados en el presente caso, 
conforme a los parámetros establecidos en la presente Sentencia. Por tanto, en la creación 
y aplicación de las normas que faculten a la policía a realizar detenciones sin orden judicial, 
las autoridades internas están obligadas a realizar un control de convencionalidad 
tomando en cuenta las interpretaciones de la Convención Americana realizadas por la 
Corte Interamericana respecto a las detenciones sin orden judicial, y que han sido 
reiteradas en el presente caso. 
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Corte IDH. Caso Olivares Muñoz y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 10 de noviembre de 2020. Serie C No. 415.25 

173. Por consiguiente, la Corte determina que el Estado venezolano, en un plazo 
razonable, deberá adecuar la normativa interna, a lo considerado en los párrafos 107 y 
108 de la presente Sentencia. Sin perjuicio de ello, el Tribunal reitera que los jueces y 
órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles están en la 
obligación de ejercer ex officio un control de convencionalidad entre las normas internas 
y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias 
y de las regulaciones procesales correspondientes; en esta tarea, las autoridades internas 
deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del 
mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana. 
De esa cuenta, con independencia de las reformas legales que el Estado deba adoptar, 
deviene imperativo que las autoridades ajusten su interpretación normativa a los 
principios establecidos en la jurisprudencia de este Tribunal, los que han sido reiterados 
en la presente Sentencia. 

 

VI. CONTROL DE CONVENCIONALIDAD Y SU EFICACIA INTERPRETATIVA 

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209.26 

338. Para este Tribunal, no sólo la supresión o expedición de las normas en el derecho 
interno garantizan los derechos contenidos en la Convención Americana, de conformidad 
a la obligación comprendida en el artículo 2 de dicho instrumento. También se requiere el 
desarrollo de prácticas estatales conducentes a la observancia efectiva de los derechos y 
libertades consagrados en la misma. En consecuencia, la existencia de una norma no 
garantiza por sí misma que su aplicación sea adecuada. Es necesario que la aplicación de 
las normas o su interpretación, en tanto prácticas jurisdiccionales y manifestación del 
orden público estatal, se encuentren ajustadas al mismo fin que persigue el artículo 2 de 
la Convención. En términos prácticos, la interpretación del artículo 13 de la Constitución 
Política mexicana debe ser coherente con los principios convencionales y constitucionales 
de debido proceso y acceso a la justicia, contenidos en el artículo 8.1 de la Convención 
Americana y las normas pertinentes de la Constitución mexicana. En similar sentido, ver 
entre otros: Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010, párr. 235, y Caso Rosendo 
Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 31 de agosto de 2010, párr. 218. 

339. En relación con las prácticas judiciales, este Tribunal ha establecido en su 
jurisprudencia que es consciente de que los jueces y tribunales internos están sujetos al 

                                          
25 El 10 de noviembre de 2020, la Corte IDH emitió su Sentencia mediante la cual declaró internacionalmente 
responsable al Estado por la violación al derecho a la vida de siete personas privadas de libertad fallecidas y al 
derecho a la integridad personal de otras 27 que resultaron lesionadas como consecuencia de un operativo llevado a 
cabo el 10 de noviembre de 2003 en el Internado Judicial de Ciudad Bolívar, conocido como cárcel de Vista Hermosa. 
El Tribunal declaró, a su vez, la violación a los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial de las 
víctimas lesionados y de los familiares de las víctimas fallecidas, así como al derecho a la integridad personal de 
estos últimos. Resumen del caso: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_415_esp.pdf 
26 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la desaparición forzada de Rosendo Radilla 
Pacheco por parte de las Fuerzas Armadas Mexicanas, así como por la falta de investigación y sanción de los 
responsables. Resumen del caso: https://corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=360 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_415_esp.pdf
https://corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=360
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imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el 
ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como 
la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están 
sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la 
Convención no se vean mermados por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, 
que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial debe 
ejercer un “control de convencionalidad” ex officio entre las normas internas y la 
Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de 
las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, el Poder Judicial debe tener 
en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho 
la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana. 

340. De tal manera, es necesario que las interpretaciones constitucionales y legislativas 
referidas a los criterios de competencia material y personal de la jurisdicción militar en 
México, se adecuen a los principios establecidos en la jurisprudencia de este Tribunal, los 
cuales han sido reiterados en el presente caso […]. 

341. Bajo ese entendido, este Tribunal considera que no es necesario ordenar la 
modificación del contenido normativo que regula el artículo 13 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.  

342. No obstante lo anterior, la Corte declaró en el Capítulo IX de este Fallo, que el artículo 
57 del Código de Justicia Militar es incompatible con la Convención Americana […]. En 
consecuencia, el Estado debe adoptar, en un plazo razonable, las reformas legislativas 
pertinentes para compatibilizar la citada disposición con los estándares internacionales de 
la materia y de la Convención, de conformidad con los párrafos 272 a 277 de esta 
Sentencia.  

Corte IDH. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 24 de febrero de 2012. Serie C No. 239.27 

284. En conclusión, con base en el control de convencionalidad, es necesario que las 
interpretaciones judiciales y administrativas y las garantías judiciales se apliquen 
adecuándose a los principios establecidos en la jurisprudencia de este Tribunal en el 
presente caso. Ello es de particular relevancia en relación con lo señalado en el presente 
caso respecto a la proscripción de la discriminación por la orientación sexual de la persona 
de acuerdo a lo estipulado en el artículo 1.1. de la Convención Americana. En similar 
sentido, ver entre otros: Caso Furlan y Familiares Vs. Argentina. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012, párr. 
305. 

Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, Miembros y Activista del 
Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 29 de mayo de 2014. Serie C No. 279. 

436. La Corte estima que, en el marco del ordenamiento jurídico chileno aplicado en este 
caso, resulta adecuado ordenar a Chile que, para evitar violaciones como las declaradas 
en la presente Sentencia, regule con claridad y seguridad la medida procesal de protección 
de testigos relativa a la reserva de identidad, asegurando que se trate de una medida 
excepcional, sujeta a control judicial en base a los principios de necesidad y 

                                          
27 Los hechos del caso se relacionan, entre otros aspectos, con el proceso de custodia o tuición que fue interpuesto 
ante los tribunales chilenos por el padre de las niñas M., V. y R. en contra de la señora Karen Atala Riffo por considerar 
que su orientación sexual y su convivencia con una pareja del mismo sexo producirían un daño a las tres niñas. El 
resumen del caso se encuentra disponible en https://corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=196&lang=es 

https://corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=196&lang=es
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proporcionalidad, y que ese medio de prueba no sea utilizado en grado decisivo para 
fundar una condena, así como regular las correspondientes medidas de contrapeso que 
aseguren que la afectación al derecho de defensa sea suficientemente contrarrestada, de 
acuerdo con lo establecido en la presente Sentencia […]. Adicionalmente, el Tribunal 
recuerda que a fin de garantizar dicho derecho de la defensa a interrogar testigos, las 
autoridades judiciales deben aplicar esos criterios o estándares establecidos por la Corte 
en ejercicio del control de convencionalidad. 

461. Debido a que concluyó que en el presente caso no fue acreditada una violación del 
artículo 2 de la Convención, sino que la violación al derecho a recurrir del fallo penal 
condenatorio derivó de la actuación de los tribunales judiciales en los casos concretos […], 
la Corte no estima necesario ordenar a Chile la adecuación de su ordenamiento jurídico 
interno en esta materia. No obstante, la Corte recuerda la importancia de que las 
autoridades judiciales apliquen los criterios o estándares establecidos en la jurisprudencia 
de la Corte respecto al contenido del derecho a recurrir del fallo penal condenatorio en 
ejercicio del control de convencionalidad a fin de garantizar dicho derecho […]. 

464. Al pronunciarse sobre las violaciones constatadas en el presente caso en relación con 
las medidas de prisión preventiva a que fueron sometidas las víctimas, la Corte tomó en 
cuenta que la causal de peligro para “la seguridad de la sociedad” estipulada en el artículo 
363 del antiguo Código de Procedimiento Penal y en el artículo 140.c del Código Procesal 
Penal de 2000, que tiene un sentido abierto, fue aplicada a las ocho víctimas sin un análisis 
de la necesidad que justificara la medida con base en un riesgo procesal en el caso 
concreto […]. En consecuencia, la Corte no encuentra pertinente ordenar a Chile la 
adecuación de su derecho interno ya que las violaciones al derecho a la libertad personal 
constatadas en la presente Sentencia se derivan de la interpretación y aplicación judicial 
de dichas normas. No obstante, la Corte recuerda que las autoridades judiciales deben 
aplicar los criterios o estándares establecidos en la jurisprudencia de la Corte […] en 
ejercicio del control de convencionalidad a fin de garantizar que la medida de prisión 
preventiva sea siempre adoptada de acuerdo a esos parámetros. 

Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros Vs. 
Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 8 de octubre de 2015. Serie C No. 304. 

211. En vista de lo anterior, el Tribunal considera que no cuenta con elementos concretos 
y consistentes para analizar la supuesta incompatibilidad de dicha normativa, por lo que, 
para efectos del presente caso, no se demostró una violación directa por parte de la 
legislación sustantiva aplicable en la materia, en relación con el artículo 2 de la Convención 
Americana, en conexión con los artículos 1.1 y 21 de la misma. Sin embargo, la Corte 
advierte la relevancia de la debida interpretación de la legislación y aplicación del control 
de convencionalidad, a la luz de la jurisprudencia de la Corte y estándares internacionales 
aplicables, a fin de garantizar los derechos de la propiedad colectiva indígena y tribal.  
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Corte IDH. Caso Tenorio Roca y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de junio de 2016. Serie C No. 314.28 

230. De lo anteriormente expuesto se colige que, si bien una de las decisiones 
jurisdiccionales estuvo destinada a reafirmar uno de los extremos del Acuerdo Plenario 
No. 9-2009/CJ-116 que esta Corte ha resaltado como contrario a los parámetros 
convencionales (...), a raíz de la nueva petición de la Fiscalía, el Juez instructor abrió la 
instrucción respecto de los tres imputados de conformidad con las obligaciones 
internacionales a las que se comprometió el Perú y con los criterios de convencionalidad 
emanados de esta Corte. 

231. Por lo tanto, debido a un oportuno y acertado control de convencionalidad, en el caso 
concreto la inadecuación del tipo penal de desaparición forzada y de ciertos extremos del 
Acuerdo Plenario No. 9-2009/CJ-116 a los parámetros convencionales no se materializó 
en un elemento específico de obstaculización en el desarrollo efectivo de las 
investigaciones o procesos abiertos por la desaparición forzada del señor Tenorio Roca, 
aún cuando se encuentra latente el hecho de que pudieran ser invocados por los imputados 
u otras autoridades estatales, toda vez que el mismo “continúa siendo un criterio 
interpretativo emanado por la Corte Suprema de Justicia [que,] en principio, los jueces y 
juezas de instancias inferiores estarían llamados a aplicar como un criterio válido de 
interpretación[,] con la carga de tener que argumentar las razones en caso de 
desapartarse de tal lineamiento”, tal como resaltó la Comisión. 

232. En efecto, la determinación para el caso concreto no subsana o invalida el hecho de 
que la tipificación que continúa vigente del delito de desaparición forzada de personas en 
el artículo 320 del Código Penal, y su interpretación por medio del Acuerdo Plenario No. 
9-2009/CJ-116, no se adapta a los parámetros internacionales y podrían potencialmente 
constituir una fuente de impunidad en casos de desaparición forzada de personas, sobre 
todo en aquellos casos como el presente en los que la víctima lleva décadas desaparecida. 

233. Por consiguiente, esta Corte concluye que mientras el artículo 320 del Código Penal 
no sea correctamente adecuado a los estándares internacionales, el Estado continúa 
incumpliendo los artículos 2 de la Convención Americana y III de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas.  

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 
312.29 

243. En lo que respecta a este caso, y en lo referente a las respectivas competencias de 
los jueces de ejecución, está claro que éstos debían resolver las incidencias que se 
suscitaran durante el cumplimiento de la pena, cuya ejecución, mantenimiento de la 
legalidad “y todo lo que a ellas se relacione” tenían a su cargo, así como velar por la 

                                          
28 El 22 de junio de 2016, la Corte IDH emitió una Sentencia, mediante la cual declaró responsable internacionalmente 
al Estado por la desaparición forzada del señor Rigoberto Tenorio Roca, ocurrida a partir del 7 de julio de 1984, sin 
que hasta la fecha se conozca su paradero, y por las consiguientes violaciones de los derechos a la libertad e 
integridad personal, a la vida y al reconocimiento de la personalidad jurídica en perjuicio del señor Rigoberto Tenorio 
Roca. Además, declaró la responsabilidad internacional del Estado por la violación de los derechos a las garantías 
judiciales y protección judicial, a conocer la verdad y a la integridad personal de los familiares de la víctima de 
desaparición forzada. Resumen del caso: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_314_esp.pdf 
29 El 29 de febrero de 2016, la Corte IDH dictó una Sentencia, mediante la cual declaró responsable 
internacionalmente al Estado por el incumplimiento de la obligación de garantizar los derechos a la integridad 
personal, a la vida, a las garantías judiciales y a la protección judicial en perjuicio de la señora María Inés Chinchilla 
Sandoval, quien padeció varios problemas de salud y una situación de discapacidad física sobrevenida, que 
terminaron con su muerte, mientras se encontraba privada de libertad cumpliendo una condena penal. Resumen del 
caso: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_312_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_314_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_312_esp.pdf
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salvaguarda de los derechos de los condenados “frente a abusos de la administración” y 
“controlar el cumplimiento adecuado del régimen penitenciario”. En particular, entre otras 
funciones, podían resolver los incidentes relativos a la ejecución, libertad anticipada y 
“todos aquellos en los cuales, por su importancia, el juez lo estime necesario”, “teniendo 
siempre en cuenta los derechos de los condenados”. Por ende, no cabe duda que, en 
ejercicio del control de convencionalidad, ante la inexistencia de mecanismos de 
supervisión y monitoreo externo de los servicios de salud específicamente en el COF, en 
el marco de sus competencias (...) y ante lo informado mediante los referidos incidentes 
de libertad anticipada, el juez de ejecución estaba en posición y obligación de garantizar 
una protección judicial con las debidas garantías a la presunta víctima, en relación con el 
deterioro de su salud y con su discapacidad sobrevenida, particularmente las falencias en 
el tratamiento médico que le era y podía ser proporcionado en el COF.  

244. La Corte considera que, en atención a los referidos criterios de protección de los 
derechos a la integridad personal y a la vida de las personas privadas de libertad, ante 
ese tipo de solicitudes los jueces deben sopesar el interés del Estado en que se ejecute 
una condena penal válidamente impuesta con la necesidad de evaluar la viabilidad de 
continuar con el internamiento de personas condenadas que padecen determinadas 
enfermedades graves. Es decir, cuando la patología de salud sea incompatible con la 
privación de libertad, o sea que el encierro carcelario no pueda ser un espacio apto para 
el ejercicio de derechos humanos básicos, se hace necesario procurar que la cárcel reduzca 
y mitigue los daños en la persona y que se brinde el trato más humano posible según los 
estándares internacionales. Entonces, si existe un peligro de daño a la vida o la integridad 
personal y el encierro no permite aquel ejercicio mínimo de derechos básicos, según las 
circunstancias del caso, los jueces deben revisar qué otras medidas alternativas o 
sustitutivas a la prisión regular existen, sin que eso implique la extinción de la pena 
impuesta ni dejar de cumplir con la obligación de asegurar su ejecución. Además, es 
necesario valorar si el mantener a la persona en prisión redundaría no sólo en la afectación 
de la salud de esa persona, sino también de la salud de todos los demás privados de 
libertad que indirectamente podrían ver reducidas sus posibilidades de atención médica 
por la necesidad de disponer más recursos para atender a aquella persona enferma. 

245. De ese modo, lo anterior está condicionado a ciertas particularidades del caso, tales 
como las condiciones del centro o ámbito donde está recluida la persona enferma; las 
posibilidades reales de adecuada atención a su padecimiento; la probabilidad de 
trasladarla a otro sitio dentro o fuera del propio sistema carcelario para darle atención (ya 
sea dentro del mismo centro o modificando el régimen de seguridad); y, en definitiva, el 
pronóstico médico respecto a las complicaciones que el caso pudiera presentar en el 
supuesto de prolongarse su reclusión. En este sentido, existen una serie de padecimientos 
que, sin ameritar la estadía del paciente en un hospital, hacen necesaria su permanencia 
en un lugar donde sus actividades de la vida diaria puedan ser atendidas mediante un 
cuidado especial que no puede asegurarse en prisión, por ejemplo en casos de 
enfermedades crónicas, neurodegenerativas, terminales o que, en general, supongan 
atenciones que solo puede brindar un cuidador especializado.  

246. Así, cuando existan elementos que señalen que el reo ha sufrido o puede sufrir 
consecuencias graves por el precario estado de salud en que se encuentra, lo que hace 
que la ejecución de una sanción penal atente gravemente contra su vida e integridad o 
sea físicamente imposible de cumplir, al no existir los medios materiales y humanos dentro 
del centro de reclusión para atender tal situación, entonces se justifica considerar la 
aplicación de un sustitutivo de la pena de privación de libertad (arresto domiciliario, 
cambio de régimen de seguridad, libertad anticipada, ejecución diferida, por ejemplo) 
como medida de carácter extraordinario. Tal tipo de decisión, además de justificarse en 
razones de dignidad y humanidad, eliminaría riesgos institucionales derivados del 
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deterioro de salud o riesgo de muerte de la persona en dichas condiciones dentro del 
centro penitenciario. En cualquier caso, si el juzgador no adoptara otra medida sustitutiva, 
le corresponde ejercer el control sobre las actividades administrativas ejercidas 
previamente y, de encontrarse errores, ordenar su inmediata subsanación o reparación. 

247. Ciertamente en este caso el objeto de lo solicitado mediante los referidos incidentes 
era la libertad anticipada, en los que se alegaba la existencia de una enfermedad terminal 
o una situación extraordinaria. Es decir, ante determinada situación informada, el juez 
debía decidir si otorgaba un beneficio de redención de pena y la consecuente libertad 
anticipada. De este modo, es necesario aclarar que lo señalado anteriormente no significa 
que los jueces de ejecución estén obligados a decidir en todos los casos por la libertad de 
la persona privada de libertad. Lo relevante es que los jueces de ejecución actúen con la 
mayor vigilancia y debida diligencia en función de las particulares necesidades de 
protección de la persona privada de libertad y los derechos en cuestión, particularmente 
si la enfermedad puede complicarse o agravarse ya sea por las circunstancias propias de 
la persona, por falta de capacidad institucional de atender la situación o por negligencia 
de las autoridades penitenciarias encargadas. Lo anterior implica que, en ejercicio de un 
adecuado control judicial de las garantías de las personas privadas de libertad, los jueces 
de ejecución deben adoptar sus decisiones con base en la más amplia valoración de 
elementos probatorios, particularmente periciales y de carácter técnico, incluidas visitas 
o inspecciones al centro penitenciario para verificar la situación planteada. De este modo, 
sea cual sea la decisión finalmente tomada, la misma debe reflejarse en un adecuado 
razonamiento y debida motivación.  

Corte IDH. Caso San Miguel Sosa y otras Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 8 de febrero de 2018. Serie C No. 348.30 

191. Si bien las actuaciones de las autoridades estatales están cubiertas por una 
presunción de comportamiento conforme a derecho, en casos en que se alega una 
actuación arbitraria o una desviación de poder, la autoridad llamada a controlar tal 
actuación debe verificar, por todos los medios a su alcance, si existe una motivación o un 
propósito distinto al de la norma que otorga las potestades a la autoridad estatal que 
justificarían formalmente su actuación (...). Lo anterior es, sin duda, parte de la obligación 
de los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles de 
ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre las normas internas o los actos 
estatales y la Convención Americana, en el marco de sus respectivas competencias y de 
las regulaciones procesales correspondientes.  

192. En este caso, ante alegatos de persecución o discriminación política, represalia 
encubierta o restricciones arbitrarias indirectas al ejercicio de una serie de derechos, los 
jueces estaban en posición y obligación, por control de convencionalidad, de garantizar 
una protección judicial con las debidas garantías a las presuntas víctimas, analizando la 
motivación o finalidad real del acto impugnado más allá de las razones formales invocadas 
por la autoridad recurrida, así como los elementos contextuales e indiciarios relevantes 

                                          
30 El 8 de febrero de 2018, la Corte IDH dictó una Sentencia mediante la cual declaró responsable internacionalmente 
al Estado por la terminación arbitraria de los contratos laborales que las señoras Rocío San Miguel Sosa, Magally 
Chang Girón y Thais Coromoto Peña tenían con el Consejo Nacional de Fronteras, organismo adscrito al Ministerio de 
Relaciones Exteriores de Venezuela. Ello se dio como consecuencia de una desviación de poder motivada por una 
voluntad de represalia en su contra por haber firmado una solicitud de referéndum revocatorio del mandato del 
entonces Presidente de la República Hugo Cháves Frías en diciembre de 2003, en un contexto de denuncias de 
represalias y persecución política y en particular luego de haber aparecido sus nombres en la llamada “lista Tascón”. 
Por lo anterior, la Corte declaró que el Estado es responsable por la violación de sus derechos a la participación 
política y libertad de pensamiento y expresión, en relación con el principio de no discriminación. El resumen del caso 
se encuentra en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_348_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_348_esp.pdf
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señalados en el capítulo anterior. Lo anterior por cuanto, si bien no “puede exigirse al 
empleador la prueba diabólica del hecho negativo de la discriminación” (según consideró 
el juzgado que resolvió la apelación), en ese tipo de casos es prácticamente imposible 
para el recurrente demostrar “fehacientemente” un nexo causal, con pruebas directas, 
entre un trato discriminatorio y la decisión formal de terminar los contratos, tal como 
exigió el juzgado que resolvió el amparo.  

Caso Colindres Schonenberg Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4 de febrero de 2019. Serie C No. 373.31 

128. Sin embargo, sí resulta contrario a la Convención Americana, tal como se concluyó 
en este caso, que un magistrado sea destituido sin que exista una ley previa que prevea 
esa posibilidad. En este sentido, en la presente Sentencia se concluyó que el Estado tiene 
la obligación de suprimir la práctica mediante la cual se permite las destituciones de 
magistrados del TSE en supuestos distintos a los establecidos en la ley (...). Esta 
obligación puede ser cumplida mediante una correcta aplicación del control de 
convencionalidad. 

129. Esta Corte ha señalado que todas las autoridades de un Estado Parte en la 
Convención, tienen la obligación de ejercer un “control de convencionalidad” entre los 
actos u omisiones y las normas internas y la Convención Americana, de forma tal que la 
interpretación y aplicación del derecho nacional sea consistente con las obligaciones 
internacionales del Estado en materia de derechos humanos. Este control de 
convencionalidad debe realizarse en el marco de sus respectivas competencias y de las 
regulaciones procesales correspondientes y en esta tarea, teniendo en cuenta no solo el 
tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, 
intérprete última de la Convención Americana. 

130. De tal manera, es necesario que la interpretación que realicen los órganos 
competentes relativa a la posibilidad de destituir a magistrados del Tribunal Supremo de 
Elecciones en supuestos diferentes a cuando estos cometan un delito sea coherente con 
los principios establecidos en la jurisprudencia de este Tribunal, los cuales han sido 
reiterados en el presente caso. Bajo ese entendido, este Tribunal considera que no es 
necesario ordenar la modificación legislativa. 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                          
31 El 4 de febrero de 2019, la Corte IDH emitió una Sentencia mediante la cual declaró responsable internacionalmente 
al Estado por la violación de los derechos a las garantías judiciales, a la protección judicial, el derecho a permanecer 
en el cargo en condiciones de igualdad, las obligaciones de respetar y garantizar derechos y la obligación de adoptar 
disposiciones de derecho interno del señor Colindres Schonenberg. Dichas violaciones se suscitaron debido a la 
destitución arbitraria del señor Colindres Schonenberg de su cargo de magistrado del Tribunal Supremo Electoral, al 
haber sido removido por un órgano incompetente, y sin que existiera un procedimiento previamente establecido. 
Además, tampoco tuvo acceso a un recurso efectivo para garantizar su protección judicial. El resumen del caso se 
encuentra disponible en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_373_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_373_esp.pdf
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VII. VALOR DE LA JURISPRUDENCIA INTERAMERICANA COMO 
PARÁMETRO DE CONVENCIONALIDAD: COSA JUZGADA 
INTERNACIONAL 

Caso Gelman Vs. Uruguay. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. 
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 20 de marzo de 
2013. 

65. Por otro lado, se ha acuñado en la jurisprudencia interamericana el concepto del 
“control de convencionalidad”, concebido como una institución que se utiliza para aplicar 
el Derecho Internacional, en este caso el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 
y específicamente la Convención Americana y sus fuentes, incluyendo la jurisprudencia de 
este Tribunal. 

66. Así, en varias sentencias la Corte ha establecido que es consciente de que las 
autoridades internas están sujetas al imperio de la ley y, por ello, están obligadas a aplicar 
las disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado es Parte en 
un tratado internacional como la Convención Americana, todos sus órganos, incluidos sus 
jueces y demás órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles, 
también están sometidos al tratado, lo cual les obliga a velar para que los efectos de las 
disposiciones de la Convención no se vean mermados por la aplicación de normas 
contrarias a su objeto y fin, de modo que decisiones judiciales o administrativas no hagan 
ilusorio el cumplimiento total o parcial de las obligaciones internacionales. Es decir, todas 
la autoridades estatales, están en la obligación de ejercer ex officio un “control de 
convencionalidad” entre las normas internas y la Convención Americana, en el marco de 
sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta 
tarea, deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que 
del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención 
Americana. 

67. De tal manera, es posible observar dos manifestaciones distintas de esa obligación de 
los Estados de ejercer el control de convencionalidad, dependiendo de si la Sentencia ha 
sido dictada en un caso en el cual el Estado ha sido parte o no. Lo anterior debido a que 
a que la norma convencional interpretada y aplicada adquiere distinta vinculación 
dependiendo si el Estado fue parte material o no en el proceso internacional. 

68. En relación con la primera manifestación, cuando existe una sentencia internacional 
dictada con carácter de cosa juzgada respecto de un Estado que ha sido parte en el caso 
sometido a la jurisdicción de la Corte Interamericana, todos sus órganos, incluidos sus 
jueces y órganos vinculados a la administración de justicia, también están sometidos al 
tratado y a la sentencia de este Tribunal, lo cual les obliga a velar para que los efectos de 
las disposiciones de la Convención y, consecuentemente, las decisiones de la Corte 
Interamericana, no se vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto 
y fin o por decisiones judiciales o administrativas que hagan ilusorio el cumplimiento total 
o parcial de la sentencia. Es decir, en este supuesto, se está en presencia de cosa juzgada 
internacional, en razón de lo cual el Estado está obligado a cumplir y aplicar la sentencia. 
En esta situación se encuentra el Estado de Uruguay respecto de la Sentencia dictada en 
el caso Gelman. Por ello, precisamente porque el control de convencionalidad es una 
institución que sirve como instrumento para aplicar el Derecho Internacional, en el 
presente caso que existe cosa juzgada se trata simplemente de emplearlo para dar 
cumplimiento en su integridad y de buena fe a lo ordenado en la Sentencia dictada por la 
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Corte en el caso concreto, por lo que sería incongruente utilizar esa herramienta como 
justificación para dejar de cumplir con la misma, de conformidad con lo señalado 
anteriormente […] 

69.  Respecto de la segunda manifestación del control de convencionalidad, en situaciones 
y casos en que el Estado concernido no ha sido parte en el proceso internacional en que 
fue establecida determinada jurisprudencia, por el solo hecho de ser Parte en la 
Convención Americana, todas sus autoridades públicas y todos sus órganos, incluidas las 
instancias democráticas, jueces y demás órganos vinculados a la administración de justicia 
en todos los niveles, están obligados por el tratado, por lo cual deben ejercer, en el marco 
de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes, un 
control de convencionalidad tanto en la emisión y aplicación de normas, en cuanto a su 
validez y compatibilidad con la Convención, como en la determinación, juzgamiento y 
resolución de situaciones particulares y casos concretos, teniendo en cuenta el propio 
tratado y, según corresponda, los precedentes o lineamientos jurisprudenciales de la Corte 
Interamericana. 

70. La Corte estima pertinente precisar que la concepción del llamado control de 
convencionalidad tiene íntima relación con el “principio de complementariedad”, en virtud 
del cual la responsabilidad estatal bajo la Convención sólo puede ser exigida a nivel 
internacional después de que el Estado haya tenido la oportunidad de declarar la violación 
y reparar el daño ocasionado por sus propios medios. Este principio de complementariedad 
(también llamado “de subsidiariedad”) informa transversalmente el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, el cual es, tal como lo expresa el Preámbulo de la 
misma Convención Americana, “coadyuvante o complementario de la [protección] que 
ofrece el derecho interno de los Estados americanos”. De tal manera, el Estado “es el 
principal garante de los derechos humanos de la personas, de manera que, si se produce 
un acto violatorio de dichos derechos, es el propio Estado quien tiene el deber de resolver 
el asunto a nivel interno y, [en su caso,] reparar, antes de tener que responder ante 
instancias internacionales como el Sistema Interamericano, lo cual deriva del carácter 
subsidiario que reviste el proceso internacional frente a los sistemas nacionales de 
garantías de los derechos humanos”. 

71. Lo anterior significa que, como consecuencia de la eficacia jurídica de la Convención 
Americana en todos los Estados Parte en la misma, se ha generado un control dinámico y 
complementario de las obligaciones convencionales de los Estados de respetar y garantizar 
derechos humanos, conjuntamente entre las autoridades internas y las instancias 
internacionales (en forma complementaria), de modo que los criterios de decisión puedan 
ser conformados y adecuados entre sí. Así, la jurisprudencia de la Corte muestra casos en 
que se retoman decisiones de tribunales internos para fundamentar y conceptualizar la 
violación de la Convención en el caso específico. En otros casos se ha reconocido que, en 
forma concordante con las obligaciones internacionales, los órganos, instancias o 
tribunales internos han adoptado medidas adecuadas para remediar la situación que dio 
origen al caso; ya han resuelto la violación alegada; han dispuesto reparaciones 
razonables, o han ejercido un adecuado control de convencionalidad. Según fue señalado 
[…], precisamente en el presente caso Gelman vs. Uruguay, la Corte consideró que, antes 
de tomar la referida decisión de 22 de febrero de 2013, la Suprema Corte de Justicia 
uruguaya ya había ejercido un adecuado control de convencionalidad respecto de la Ley 
de Caducidad, al declararla inconstitucional en octubre de 2009 en el caso Sabalsagaray. 

72.  De tal modo, el control de convencionalidad es una obligación propia de todo poder, 
órgano o autoridad del Estado Parte en la Convención, los cuales deben, en el marco de 
sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes, controlar 
que los derechos humanos de las personas sometidas a su jurisdicción sean respetados y 
garantizados. Así adquiere sentido el mecanismo convencional, el cual obliga a todos los 
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jueces y órganos judiciales a prevenir potenciales violaciones a derechos humanos, las 
cuales deben solucionarse a nivel interno teniendo en cuenta las interpretaciones de la 
Corte Interamericana y, solo en caso contrario, pueden ser considerados por ésta, en cuyo 
supuesto ejercerá un control complementario de convencionalidad. 

73.  Sin perjuicio de lo anterior, y de conformidad con lo señalado anteriormente en cuanto 
a la primera manifestación del control de convencionalidad cuando existe cosa juzgada 
internacional […], este control también posee un rol importante en el cumplimiento o 
implementación de una determinada Sentencia de la Corte Interamericana, especialmente 
cuando dicho acatamiento queda a cargo de los jueces nacionales. Bajo este supuesto, el 
órgano judicial tiene la función de hacer prevalecer la Convención Americana y los fallos 
de esta Corte sobre la normatividad interna, interpretaciones y prácticas que obstruyan el 
cumplimiento de lo dispuesto en un determinado caso. En similar sentido, ver entre otros: 
Caso Supervisión conjunta de 11 casos Vs. Guatemala. Supervisión de Cumplimiento de 
Sentencia. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 21 de agosto 
de 2014, párr. 17; Caso Barrios Altos y Caso La Cantuta Vs. Perú. Supervisión de 
Cumplimiento de Sentencia. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
de 30 de mayo de 2018, párr. 65; Caso Barrios Altos y de Derechos Humanos de 30 de 
mayo de 2018, párr. 65, y Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Supervisión de 
Cumplimiento de Sentencia. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
de 21 de noviembre de 2018, párr. 12. 

74. Lo anterior se deduce del compromiso de los Estados de cumplir con sus obligaciones 
internacionales y no solo de prácticas judiciales reiteradas a niveles nacionales, que son 
por supuesto relevantes. Así, tribunales de la más alta jerarquía en varios Estados de la 
región, se han referido al carácter vinculante de las sentencias de la Corte Interamericana 
o han aplicado el control de convencionalidad teniendo en cuenta interpretaciones 
efectuadas por ésta. 

87. En atención a todo lo anterior, la Corte reitera, por un lado, que sus sentencias 
producen el efecto de cosa juzgada y tienen carácter vinculante, lo cual deriva de la 
ratificación de la Convención y del reconocimiento de la jurisdicción del Tribunal, actos 
soberanos que el Estado Parte realizó conforme sus procedimientos constitucionales y, por 
otro, que el control de convencionalidad es una obligación de las autoridades estatales y 
su ejercicio compete, solo subsidiaria o complementariamente, a la Corte Interamericana 
cuando un caso ha sido sometido a su jurisdicción. 

88. En consecuencia, la pretensión de oponer el deber de los tribunales internos de realizar 
el control de constitucionalidad al control de convencionalidad que ejerce la Corte, es en 
realidad un falso dilema, pues una vez que el Estado ha ratificado el tratado internacional 
y reconocido la competencia de sus órganos de control, precisamente a través de sus 
mecanismos constitucionales, aquéllos pasan a conformar su ordenamiento jurídico. De 
tal manera, el control de constitucionalidad implica necesariamente un control de 
convencionalidad, ejercidos de forma complementaria. 

102. Una vez que este Tribunal ha dictado Sentencia en el presente caso, la cual produce 
los efectos de la autoridad de cosa juzgada, de conformidad con los principios generales 
del Derecho Internacional y con lo dispuesto en los artículos 67 y 68 de la Convención 
Americana, el Estado y todos sus órganos se encuentran obligados a darle pleno 
cumplimiento. La Sentencia no se limita en su efecto vinculante a la parte dispositiva del 
fallo, sino que incluye todos los fundamentos, motivaciones, alcances y efectos del mismo, 
de modo que aquélla es vinculante en su integridad, incluyendo su ratio decidendi. Así, 
puesto que la parte resolutiva o dispositiva de la Sentencia refiere expresa y directamente 
a su parte considerativa, ésta es claramente parte integral de la misma y el Estado 
también está obligado a darle pleno acatamiento. La obligación del Estado de dar pronto 
cumplimiento a las decisiones de la Corte es parte intrínseca de su obligación de cumplir 
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de buena fe con la Convención Americana y vincula a todos sus poderes y órganos, 
incluidos sus jueces y órganos vinculados a la administración de justicia, por lo cual no 
puede invocar disposiciones del derecho constitucional u otros aspectos del derecho 
interno para justificar una falta de cumplimiento de la Sentencia. En razón de estar en 
presencia de cosa juzgada internacional, y precisamente porque el control de 
convencionalidad es una institución que sirve como instrumento para aplicar el Derecho 
Internacional, sería contradictorio utilizar esa herramienta como justificación para dejar 
de cumplir la Sentencia en su integridad. 

Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros ("Guerrilha do Araguaia") Vs. Brasil. 
Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. Resolución de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos de 17 de octubre de 2014.32 

19. La Corte considera que en el marco de las referidas acciones penales iniciadas por 
hechos del presente caso se han emitido decisiones judiciales que interpretan y aplican la 
Ley de Amnistía del Brasil de una forma que continúa comprometiendo la responsabilidad 
internacional del Estado y perpetúa la impunidad de graves violaciones de derechos 
humanos en franco desconocimiento de lo decidido por esta Corte y el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos. En las referidas decisiones judiciales no fue 
efectuado el control de convencionalidad entre las normas internas y la Convención 
Americana. La Corte insiste en la obligación de los jueces y tribunales internos de efectuar 
un control de convencionalidad, máxime cuando existe cosa juzgada internacional, ya que 
los jueces y tribunales tienen un importante rol

 
en el cumplimiento o implementación de 

la Sentencia de la Corte Interamericana. El órgano judicial tiene la función de hacer 
prevalecer la Convención Americana y los fallos de esta Corte sobre la normatividad 
interna, interpretaciones y prácticas que obstruyan el cumplimiento de lo dispuesto en un 
determinado caso. En esta tarea, deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino 
también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete 
última de la Convención Americana. El Tribunal entiende que en el marco de las dos 
acciones penales interpuestas en relación con el presente caso se encuentran pendientes 
decisiones que resuelvan con carácter definitivo una de las referidas acciones de habeas 
corpus (...) y la solicitud de interpretación (“embargos de declaração”) (...).  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                          
32 La Sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas es responsable por la desaparición forzada 
de 62 personas integrantes de la Guerrilha do Araguaia, movimiento de resistencia al régimen militar que surgió a 
inicios de la década de 1970 en la región de Araguaia y que contaba con aproximadamente 70 personas. Asimismo, 
declaró que “la forma en la cual ha sido interpretada y aplicada” la Ley No. 6.683/79, aprobada en 1979, “impide la 
investigación y sanción de graves violaciones de derechos humanos”. La Corte estableció que su Sentencia constituye 
per se una forma de reparación y, adicionalmente, ordenó al Estado determinadas medidas de reparación. Resumen 
del caso: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_219_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_219_esp.pdf
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VIII. CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EN EL ÁMBITO INTERNO 

Complementariedad del sistema contencioso internacional 

Corte IDH. Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Excepciones 
Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 30 de noviembre de 2012. 
Serie C No. 259.33 

142.  La responsabilidad estatal bajo la Convención sólo puede ser exigida a nivel 
internacional después de que el Estado haya tenido la oportunidad de declarar la violación 
y reparar el daño ocasionado por sus propios medios. Esto se asienta en el principio de 
complementariedad (subsidiariedad), que informa transversalmente el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, el cual es, tal como lo expresa el Preámbulo de la 
misma Convención Americana, “coadyuvante o complementario de la [protección] que 
ofrece el derecho interno de los Estados americanos”. De tal manera, el Estado “es el 
principal garante de los derechos humanos de la personas, de manera que, si se produce 
un acto violatorio de dichos derechos, es el propio Estado quien tiene el deber de resolver 
el asunto a nivel interno y, [en su caso,] reparar, antes de tener que responder ante 
instancias internacionales como el Sistema Interamericano, lo cual deriva del carácter 
subsidiario que reviste el proceso internacional frente a los sistemas nacionales de 
garantías de los derechos humanos”. Esas ideas también han adquirido forma en la 
jurisprudencia reciente bajo la concepción de que todas las autoridades y órganos de un 
Estado Parte en la Convención tienen la obligación de ejercer un “control de 
convencionalidad”. 

143.  Lo anterior significa que se ha instaurado un control dinámico y complementario de 
las obligaciones convencionales de los Estados de respetar y garantizar derechos 
humanos, conjuntamente entre las autoridades internas (primariamente obligadas) y las 
instancias internacionales (en forma complementaria), de modo que los criterios de 
decisión puedan ser conformados y adecuados entre sí. Así, la jurisprudencia de la Corte 
muestra casos en que se retoman decisiones de tribunales internos para fundamentar y 
conceptualizar la violación de la Convención en el caso específico. En otros casos se ha 
reconocido que, en forma concordante con las obligaciones internacionales, los órganos, 
instancias o tribunales internos han adoptado medidas adecuadas para remediar la 
situación que dio origen al caso; ya han resuelto la violación alegada; han dispuesto 
reparaciones razonables, o han ejercido un adecuado control de convencionalidad. 

144.  Es decir, si bien el Sistema tiene dos órganos “competentes para conocer de los 
asuntos relacionados con el cumplimiento de los compromisos contraídos por los Estados 
Partes en la Convención”, la Corte solo puede “conocer un caso” cuando se han “agotado 
los procedimientos previstos en los artículos 48 a 50” de dicho instrumento, sea el 
procedimiento de peticiones individuales ante la Comisión Interamericana. De tal modo, 
solamente si un caso no se ha solucionado a nivel interno, como correspondería 

                                          
33 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por el bombardeo del caserío de Santo Domingo, lo 
cual generó la muerte de numerosas personas, así como lesiones y el desplazamiento forzado de otras. En la 
Sentencia la Corte declaró al Estado responsable internacionalmente por haber vulnerado: Artículo 1 (Obligación de 
respetar los derechos), Artículo 19 (Derecho del niño), Artículo 21 (Derecho a la propiedad privada), Artículo 22 
(Derecho de circulación y de residencia), Artículo 25 (Protección judicial), Artículo 4 (Derecho a la vida), Artículo 5 
(Derecho a la integridad personal), Artículo 8 (Garantías judiciales). El resumen del caso se encuentra disponible en 
el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_259_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_259_esp.pdf
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primariamente hacerlo a cualquier Estado Parte en la Convención en ejercicio efectivo del 
control de convencionalidad, entonces el caso puede llegar ante el Sistema, en cuyo caso 
debería resolverse ante la Comisión y, solamente si las recomendaciones de ésta no han 
sido cumplidas, el caso podría llegar ante la Corte. De tal manera, el funcionamiento lógico 
y adecuado del Sistema Interamericano de Derechos Humanos implica que, en tanto 
“sistema”, las partes deben presentar sus posiciones e información sobre los hechos en 
forma coherente y de acuerdo con los principios de buena fe y seguridad jurídica, de modo 
que permitan a las otras partes y a los órganos interamericanos una adecuada 
sustanciación de los casos. La posición asumida por el Estado en el procedimiento ante la 
Comisión determina también en gran medida la posición de las presuntas víctimas, sus 
familiares o sus representantes, lo que llega a afectar el curso del procedimiento. 

Corte IDH. Caso Andrade Salmón Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 de diciembre de 2016. Serie C No. 330.34 

100. Por lo tanto, debido a que el Estado garantizó efectivamente el derecho a la libertad 
personal de la señora Andrade mediante las sentencias del Tribunal Constitucional, lo que 
a su vez constituyó un oportuno y adecuado control de convencionalidad, la Corte concluye 
que cesó la alegada violación.  

101. Con relación a la segunda condición, esto es si las violaciones fueron reparadas, este 
Tribunal constató que la señora Andrade fue beneficiara, tal como lo afirmó en la audiencia 
pública, de una compensación económica de USD 50.000. En este sentido, en atención a 
la práctica del Tribunal en la concesión de montos otorgados en casos donde se han 
constatado detenciones ilegales o arbitrarias similares a la reconocida por el Estado en el 
presente caso, la Corte considera que esta compensación resulta adecuada para reparar 
la violación al derecho a la libertad personal de la señora Andrade. Más aun a la luz de las 
reparaciones solicitadas por la Comisión y los representantes, específicamente para estos 
hechos. En efecto, consta que la Comisión únicamente solicitó medidas pecuniarias en los 
siguientes términos “reparar adecuadamente las violaciones de derechos humanos 
declaradas en el […] informe tanto en el aspecto material como moral, tomando en cuenta 
los montos ya percibidos por la señora Andrade por concepto de reparación”. Por su parte, 
los representantes solicitaron que “se ordene que Bolivia proporcione a la señora Andrade 
resarcimiento que incluya el daño material e inmaterial justo y en equidad que la Corte 
determine”.  

 

 

 

 

 

                                          
34 El 1 de diciembre de 2016, la Corte IDH dictó una Sentencia, mediante la cual declaró responsable 
internacionalmente al Estado por la violación a los derechos a las garantías judiciales, a la propiedad y a la circulación 
en perjuicio de María Nina Lupe del Rosario Andrade Salmón, por la duración de tres procesos penales seguidos en 
su contra, los casos “Gader”, “Luminarias Chinas” y “Quaglio”, así como, así como por las medidas cautelares de 
fianza y de arraigo que fueron impuestas en el marco de los mismos. El resumen del caso se encuentra disponible 
en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_330_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_330_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2017. Serie C No. 
341.35 

259. La Corte recuerda que es obligación de cada Estado garantizar los derechos y 
libertades previstos en la Convención y de sancionar las infracciones que se cometieren, 
y que si un caso concreto no es solucionado en la etapa interna o nacional la Convención 
prevé un nivel internacional en el que los órganos principales son la Comisión y la Corte. 
Este Tribunal también indicó que, cuando una cuestión ha sido resuelta en el orden 
interno, según las cláusulas de la Convención, no es necesario traerla ante este Tribunal 
para su aprobación o confirmación. Lo anterior se asienta en el principio de 
complementariedad, que informa transversalmente el sistema interamericano de derechos 
humanos, el cual es, tal como lo expresa el Preámbulo de la Convención Americana, 
“coadyuvante o complementario de la [protección] que ofrece el derecho interno de los 
Estados americanos”.  

260. El referido carácter complementario de la jurisdicción internacional significa que el 
sistema de protección instaurado por la Convención Americana no sustituye a las 
jurisdicciones nacionales, sino que las complementa. De tal manera, el Estado es el 
principal garante de los derechos humanos de la personas, por lo que, si se produce un 
acto violatorio de dichos derechos, es él el que debe de resolver el asunto a nivel interno 
y de ser el caso reparar, antes de tener que responder ante instancias internacionales.  

261. De lo anterior se desprende que, en el Sistema Interamericano, existe un control 
dinámico y complementario de las obligaciones convencionales de los Estados de respetar 
y garantizar derechos humanos, conjuntamente entre las autoridades internas 
(primariamente obligadas) y las instancias internacionales (en forma complementaria), de 
modo que los criterios de decisión, y los mecanismos de protección, tanto los nacionales 
como los internacionales, puedan ser conformados y adecuados entre sí. Así, la 
jurisprudencia de la Corte muestra casos en que se retoman decisiones de tribunales 
internos para fundamentar y conceptualizar la violación de la Convención en el caso 
específico. En otros casos se ha reconocido que, en forma concordante con las obligaciones 
internacionales, los órganos, instancias o tribunales internos han adoptado medidas 
adecuadas para remediar la situación que dio origen al caso, ya han resuelto la violación 
alegada, han dispuesto reparaciones razonables, o han ejercido un adecuado control de 
convencionalidad. En este sentido, la Corte ha señalado que la responsabilidad estatal 
bajo la Convención sólo puede ser exigida a nivel internacional después de que el Estado 
haya tenido la oportunidad de reconocer, en su caso, una violación de un derecho, y de 
reparar por sus propios medios los daños ocasionados.  En similar sentido, ver entre otros: 
Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 30 de noviembre de 2012. Serie C No. 259, párr. 143; Caso 
Colindres Schonenberg Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de 
febrero de 2019. Serie C No. 373, párr. 75; Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. 
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de 
octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 59; Caso Petro Urrego Vs. Colombia. Excepciones 

                                          
35 El 31 de agosto de 2017, la Corte IDH emitió una Sentencia, mediante la cual declaró responsable 
internacionalmente al Estado por la desaparición forzada de 12 personas y la privación arbitraria a la vida de otra 
ocurridas en la Vereda La Esperanza del municipio de El Carmen de Viboral, Departamento de Antioquia, entre el 21 
de junio y el 27 de diciembre de 1996. Los hechos acaecieron con el apoyo y la aquiescencia prestados por agentes 
de la fuerza pública al grupo paramilitar denominado Autodefensas del Magdalena Medio (ACMM), lo que facilitó las 
incursiones a la Vereda la Esperanza y propició o permitió la comisión de estos actos. La Corte IDH consideró 
responsable al Estado por la violación al derecho a las garantías judiciales y protección judicial por las investigaciones 
de esos hechos, por la violación al derecho a la integridad personal de los familiares de las víctimas directas, así 
como al derecho de propiedad e inviolabilidad del domicilio por el allanamiento y destrucción de los bienes muebles 
e inmuebles de dos de las víctimas. El resumen del caso se encuentra disponible en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_341_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_341_esp.pdf
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Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de julio de 2020. Serie C No. 
406, párr. 104, y Caso Urrutia Laubreaux Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 2020. Serie C No. 409, párr. 91. 

262. En concordancia con lo indicado, la Corte también ha señalado que el hecho de que 
el Estado haga un reconocimiento de responsabilidad internacional, y afirme que reparó 
el hecho ilícito internacional, no la inhibe de efectuar determinaciones sobre las 
consecuencias jurídicas que surgen de un acto violatorio de la Convención, aun cuando el 
Estado alegue que dicho acto cesó y fue reparado. En efecto, en esos casos, el Tribunal 
conserva su competencia para referirse a los efectos jurídicos que tiene el mencionado 
reconocimiento y la reparación otorgada por el Estado, lo que puede conducirlo a no 
pronunciarse sobre determinados hechos o sus consecuencias.  

263. Conforme a lo anterior, y de acuerdo con la jurisprudencia de este Tribunal, para que 
no resulte procedente ordenar reparaciones adicionales a las ya otorgadas en el ámbito 
interno, es insuficiente que el Estado reconozca que estas ya han sido otorgadas, o que 
pueden ser otorgadas, a través de los recursos administrativos o judiciales disponibles a 
nivel interno, sino que, adicionalmente, debe evaluarse si efectivamente reparó las 
consecuencias de la medida o situación que configuró la vulneración de derechos humanos 
en un caso concreto, si estas reparaciones son adecuadas, o si existen garantías de que 
los mecanismos de reparación interna son suficientes.  

264. En consecuencia, no basta con argumentar que la Ley de Víctimas, de 10 de junio de 
2011, es adecuada, en abstracto, para reparar violaciones a los derechos humanos 
ocurridas en el contexto del conflicto armado colombiano, sino que es necesario que el 
Estado precise si la utilización de dicho mecanismo de reparación ha sido efectivamente 
utilizada por las víctimas, y además si la utilización de esa vía implica necesariamente la 
renuncia a otras vías de reparación como podría ser la judicial (a nivel nacional o 
subsidiariamente a nivel internacional). En el presente caso, no le consta a la Corte que 
esa vía hubiese sido utilizada por las víctimas declaradas en la presente Sentencia. Del 
mismo modo, la Corte constata que las disposiciones de la Ley de Víctimas establecen que 
“todas las reparaciones individuales, ya sean administrativas o judiciales, como las 
reparaciones colectivas o a los colectivos, deben ser complementarias para alcanzar la 
integralidad” siendo que las mismas no son excluyentes entre sí.  

265. Por tanto, sin perjuicio del hecho que se reconoce y valora los esfuerzos desarrollados 
por el Estado en materia de reparación de víctimas del conflicto armado, a través de los 
mecanismos de la Ley de Víctimas, este Tribunal considera que en el presente caso no se 
encuentra impedido, en virtud del principio de complementariedad, de pronunciarse de 
forma autónoma sobre las medidas de reparación en la medida que: a) las víctimas de 
este caso no han recibido efectivamente los beneficios de la Ley 1448, y b) los beneficios 
del programa de reparación de la Ley 1448 no excluye el acceso a la reparación judicial 
de forma complementaria. 

Corte IDH. Caso Colindres Schonenberg Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 4 de febrero de 2019. Serie C No. 373. 

75. De lo anterior se desprende que, en el sistema interamericano, existe un control 
dinámico y complementario de las obligaciones convencionales de los Estados de respetar 
y garantizar los derechos humanos, conjuntamente entre las autoridades internas 
(primariamente obligadas) y las instancias internacionales (en forma complementaria), de 
modo que los criterios de decisión, y los mecanismos de protección, tanto los nacionales 
como los internacionales, puedan ser conformados y adecuados entre sí. Así, la 
jurisprudencia de la Corte muestra casos en que se retoman decisiones de tribunales 
internos para fundamentar y conceptualizar la violación de la Convención en el caso 
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específico ; en otros casos se ha reconocido que, en forma concordante con las 
obligaciones internacionales, los órganos, instancias o tribunales internos han adoptado 
medidas adecuadas para remediar la situación que dio origen al caso ; ya han resuelto la 
violación alegada ; han dispuesto reparaciones razonables, o han ejercido un adecuado 
control de convencionalidad. En este sentido, la Corte ha señalado que la responsabilidad 
estatal bajo la Convención solo puede ser exigida a nivel internacional después de que el 
Estado haya tenido la oportunidad de reconocer, en su caso, una violación de un derecho, 
y de reparar por sus propios medios los daños ocasionados. Por tanto, para que no se 
declare la responsabilidad estatal debe evaluarse si lo hizo cesar y si reparó las 
consecuencias de la medida o situación que lo configuró. 

76. En el presente caso, en relación a la primera condición, esto es si las violaciones 
cesaron, la Corte concluye afirmativamente con base en que la acción de amparo 
presentada por el señor Colindres Schonenberg tras la primera destitución fue resuelta 
favorablemente por la Sala de lo Constitucional, por lo que fue restituido a su cargo. En 
particular la Sala de lo Constitucional señaló que:  

la decisión de destitución se llevó a cabo sin previo procedimiento, pues no aparece que se haya 
tramitado proceso alguno para determinar si efectivamente el señor Colindres incurría en las 
causas justificativas de su destitución, ni se le concedió oportunidad alguna de defensa. 

Analizados los hechos desde la perspectiva normativa [la] Sala concluy[ó] que la Asamblea 
Legislativa irrespetó el derecho constitucional de audiencia del doctor Eduardo Colindres, el cual 
se traduce […] en el otorgamiento de audiencia ante la autoridad competente para poder 
defender – en plazo razonable – de manera plena y amplia su permanencia en el cargo por el 
período por el cual fue electo, permitiéndosele la aportación de los medios probatorios que sean 
conducentes y pertinentes al asunto. 

77. La Sala de lo Constitucional además indicó que “como concreción de la estabilidad en 
el cargo, surge a favor del funcionario el derecho a mantenerse en el cargo durante el 
período por el cual fue electo”, por lo tanto, concluyó que “el efecto restitutorio se traduce, 
necesariamente, en el reinstalo en el cargo”. Asimismo, la Sala de lo Constitucional ordenó 
que se le pagara al señor Colindres Schonenberg los sueldos dejados de percibir.  

78. Por lo tanto, mediante la sentencia de la Sala de lo Constitucional de 4 de noviembre 
de 1997 el Estado garantizó efectivamente las garantías judiciales del señor Colindres 
Schonenberg, por lo que cesó la alegada violación.  

79. Con relación a la segunda condición, esto es si las violaciones fueron reparadas, este 
Tribunal constató que al señor Colindres Schonenberg se le pagaron los sueldos que dejó 
de percibir durante el tiempo que estuvo destituido y la cantidad de USD $114.285,60 por 
el daño moral ocasionado. En este sentido, en atención a la práctica del Tribunal en la 
concesión de montos otorgados en casos donde se han constatado destituciones 
arbitrarias similares a la del presente caso, la Corte considera que esta compensación 
resulta adecuada para reparar el daño ocasionado al señor Colindres Schonenberg.  

80. En razón de lo anterior, y de conformidad con el principio de complementariedad, la 
Corte considera que el Estado no es responsable por las alegadas violaciones a la 
Convención que habría causado la primera destitución del señor Colindres Schonenberg. 

Corte IDH. Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de marzo de 2020. Serie C No. 
402.  

110. La Corte ha expresado que la restricción del derecho a la libertad personal 
únicamente es viable cuando se produce por las causas y en las condiciones fijadas de 
antemano por las Constituciones Políticas o por las leyes dictadas conforme a ellas 
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(aspecto material), y además, con estricta sujeción a los procedimientos objetivamente 
definidos en las mismas (aspecto formal). Y ello en mérito de que es la propia Convención 
la que remite al derecho interno del Estado concernido, motivo por el que tal remisión no 
importa que la Corte deje de fallar de acuerdo a la Convención, sino precisamente hacerlo 
conforme a ella y no según el referido derecho interno. La Corte no realiza, en tal 
eventualidad, un control de constitucionalidad ni tampoco de legalidad, sino únicamente 
de convencionalidad. En similar sentido, ver entre otros: Caso Fernández Prieto y 
Tumbeiro Vs. Argentina. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 1 de septiembre de 2020. 
Serie C No. 411, párr. 66. 

Corte IDH. Caso Petro Urrego Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de julio de 2020. Serie C No. 406. 36  

103. El referido carácter complementario de la jurisdicción internacional significa que el 
sistema de protección instaurado por la Convención Americana no sustituye a las 
jurisdicciones nacionales, sino que las complementa. De tal manera, el Estado es el 
principal garante de los derechos humanos de las personas, por lo que, si se produce un 
acto violatorio de dichos derechos, es él quien debe de resolver el asunto a nivel interno 
y, de ser el caso, reparar, antes de tener que responder ante instancias internacionales. 
En este sentido, la jurisprudencia reciente ha reconocido que todas las autoridades de un 
Estado Parte en la Convención, tienen la obligación de ejercer un control de 
convencionalidad, de forma tal que la interpretación y aplicación del derecho nacional sea 
consistente con las obligaciones internacionales del Estado en materia de derechos 
humanos. 

Jurisprudencia de altos tribunales de la región 

Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 
2010. Serie C No. 220 

226. Así, por ejemplo, tribunales de la más alta jerarquía en la región se han referido y 
han aplicado el control de convencionalidad teniendo en cuenta interpretaciones 
efectuadas por la Corte Interamericana. La Sala Constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia de Costa Rica ha señalado que: 

debe advertirse que si la Corte Interamericana de Derechos Humanos es el órgano natural para 
interpretar la Convención Americana sobre Derechos Humanos […], la fuerza de su decisión al 
interpretar la convención y enjuiciar leyes nacionales a la luz de esta normativa, ya sea en caso 
contencioso o en una mera consulta, tendrá –de principio- el mismo valor de la norma 
interpretada.   

                                          
36 El 8 de julio de 2020, la Corte IDH emitió una Sentencia mediante la cual declaró la responsabilidad internacional 
particular, encontró que los derechos políticos del señor Petro se vieron afectados como consecuencia de la sanción 
disciplinaria de destitución como Alcalde Mayor de Bogotá, D.C., e inhabilitación por el término de 15 años para 
ocupar cargos públicos, que le fue impuesta por la Procuraduría General de la República el 9 de diciembre de 2013. 
Adicionalmente, el Tribunal concluyó que la vigencia de las normas que facultan a la Procuraduría a imponer dichas 
sanciones a funcionarios democráticamente electos –como fue el caso del señor Petro- así como aquellas que tienen 
el efecto práctico de producir una inhabilidad en el ejercicio de los derechos políticos como resultado de una decisión 
de la Contraloría, constituyen una violación a la Convención Americana. Asimismo, la Corte determinó que en el 
proceso disciplinario seguido contra del señor Petro se violó el principio de jurisdiccionalidad, la garantía de 
imparcialidad, el principio de presunción de inocencia, y el derecho a la defensa. El resumen del caso está disponible 
en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_406_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_406_esp.pdf
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227. Por su parte, el Tribunal Constitucional de Bolivia ha señalado que:  

En efecto, el Pacto de San José de Costa Rica, como norma componente del bloque de 
constitucionalidad, est[á] constituido por tres partes esenciales, estrictamente vinculadas entre 
sí: la primera, conformada por el preámbulo, la segunda denominada dogmática y la tercera 
referente a la parte orgánica. Precisamente, el Capítulo VIII de este instrumento regula a la 
C[orte] Interamericana de Derechos Humanos, en consecuencia, siguiendo un criterio de 
interpretación constitucional “sistémico”, debe establecerse que este órgano y por ende las 
decisiones que de él emanan, forman parte también de este bloque de constitucionalidad.  

Esto es así por dos razones jurídicas concretas a saber: 1) El objeto de la competencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos; y, 2) La aplicación de la doctrina del efecto útil de 
las sentencias que versan sobre Derechos Humanos.  

228. Asimismo, la Suprema Corte de Justicia de República Dominicana ha establecido que:  

en consecuencia, es de carácter vinculante para el Estado dominicano, y, por ende, para el Poder 
Judicial, no sólo la normativa de la Convención Americana sobre Derechos Humanos sino sus 
interpretaciones dadas por los órganos jurisdiccionales, creados como medios de protección, 
conforme el artículo 33 de ésta, que le atribuye competencia para conocer de los asuntos 
relacionados con el cumplimiento de los compromisos contraídos por los Estados partes. 

229.  De otro lado, el Tribunal Constitucional del Perú ha afirmado que:  

La vinculatoriedad de las sentencias de la C[orte Interamericana] no se agota en su parte 
resolutiva (la cual, ciertamente, alcanza sólo al Estado que es parte en el proceso), sino que se 
extiende a su fundamentación o ratio decidendi, con el agregado de que, por imperio de la 
[Cuarta Disposición Final y Transitoria (CDFT)] de la Constitución y el artículo V del Título 
Preliminar del [Código Procesal Constitucional], en dicho ámbito la sentencia resulta vinculante 
para todo poder público nacional, incluso en aquellos casos en los que el Estado peruano no 
haya sido parte en el proceso. En efecto, la capacidad interpretativa y aplicativa de la Convención 
que tiene la C[orte Interamericana], reconocida en el artículo 62.3 de dicho tratado, aunada al 
mandato de la CDFT de la Constitución, hace que la interpretación de las disposiciones de la 
Convención que se realiza en todo proceso, sea vinculante para todos los poderes públicos 
internos, incluyendo, desde luego, a este Tribunal. 

230.  Dicho Tribunal también ha establecido que: 

se desprende la vinculación directa entre la Corte Interamericana de Derechos Humanos y este 
Tribunal Constitucional; vinculación que tiene una doble vertiente: por un lado, reparadora, pues 
interpretado el derecho fundamental vulnerado a la luz de las decisiones de la Corte, queda 
optimizada la posibilidad de dispensársele una adecuada y eficaz protección; y, por otro, 
preventiva, pues mediante su observancia se evitan las nefastas consecuencias institucionales 
que acarrean las sentencias condenatorias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
para la seguridad jurídica del Estado peruano. 

231.  La Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina ha referido que las decisiones 
de la Corte Interamericana “resulta[n] de cumplimiento obligatorio para el Estado 
Argentino (art. 68.1, CADH)”, por lo cual dicha Corte ha establecido que “en principio, 
debe subordinar el contenido de sus decisiones a las de dicho tribunal internacional”. 
Igualmente, dicha Corte Suprema estableció “que la interpretación de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos debe guiarse por la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos” ya que se “trata de una insoslayable pauta de 
interpretación para los poderes constituidos argentinos en el ámbito de su competencia y, 
en consecuencia, también para la Corte Suprema de Justicia de la Nación, a los efectos de 
resguardar las obligaciones asumidas por el Estado argentino en el Sistema 
Interamericano de Protección de los Derechos Humanos”. 

232. Además, la Corte Constitucional de Colombia ha señalado que en virtud de que la 
Constitución colombiana señala que los derechos y deberes constitucionales deben 
interpretarse “de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos 
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ratificados por Colombia”, se deriva “que la jurisprudencia de las instancias 
internacionales, encargadas de interpretar esos tratados, constituye un criterio 
hermenéutico relevante para establecer el sentido de las normas constitucionales sobre 
derechos fundamentales”.  

Corte IDH. Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de 
febrero de 2011. Serie C No. 221 

239. […] Otros tribunales nacionales se han referido también a los límites de la democracia 
en relación con la protección de derechos fundamentales. 

Corte IDH. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 24 de febrero de 2012. Serie C No. 239 

283. Así, por ejemplo, tribunales de la más alta jerarquía en la región, tales como la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica, el Tribunal Constitucional 
de Bolivia, la Suprema Corte de Justicia de República Dominicana, el Tribunal 
Constitucional del Perú, la Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina, la Corte 
Constitucional de Colombia, la Suprema Corte de la Nación de México y la Corte Suprema 
de Panamá se han referido y han aplicado el control de convencionalidad teniendo en 
cuenta interpretaciones efectuadas por la Corte Interamericana. En similar sentido, ver 
entre otros: Caso Furlan y Familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012, párr. 304. 

Corte IDH. Caso Gelman Vs. Uruguay. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. 
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 20 de marzo de 
2013 

79.  Además, en el caso Fermín Ramírez vs. Guatemala, la Corte Interamericana ordenó 
al Estado la realización de un nuevo juicio al que debía ser sometido el peticionario. La 
Corte observó y valoró positivamente los términos del Acuerdo No. 96-2006 tomado por 
la Corte Suprema de Justicia de Guatemala, el cual constituía un precedente de importante 
trascendencia en el ámbito del sistema interamericano en lo concerniente a la ejecución 
de sentencias de este Tribunal, al designar un tribunal para que realizara un nuevo juicio 
en virtud de lo resuelto por la Corte Interamericana. 

80.  Por otra parte, la Cámara Penal de la Corte Suprema de Justicia de Guatemala emitió 
diversas resoluciones declarando la autoejecutabilidad de las sentencias dictadas por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos en los casos De la “Panel Blanca” (Paniagua 
Morales y otros), De los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), Bámaca Velásquez, 
y Carpio Nicolle y otros, todos contra el Estado de Guatemala. En estos fallos, la Corte 
Interamericana encontró que el proceso penal referido a cada uno de los casos 
mencionados había violado la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por lo 
que, en consecuencia, ordenó al Estado guatemalteco investigar efectivamente los hechos 
que generaron dichas violaciones, así como identificar, juzgar y sancionar a los 
responsables. En cumplimiento de lo ordenado por la Corte Interamericana, la Cámara 
Penal de la Corte Suprema declaró la nulidad de las sentencias nacionales 
correspondientes, así como de todo lo actuado con posterioridad y, en consecuencia, 
ordenó un nuevo procesamiento respetuoso de las reglas del debido proceso y el 
cumplimiento de los fines del proceso penal de demostración de los hechos y sanción de 
los autores responsables. Finalmente, la Cámara Penal de la Corte Suprema declaró que 
como la República de Guatemala no podía oponer su Derecho interno ni alegar ausencia 
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de procedimientos o normativa para el cumplimiento de la sentencia internacional, el acto 
de ejecución de la misma tenía el efecto de acto extraordinario del procedimiento común. 

81. Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación de México ha señalado que 
"las sentencias condenatorias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos son 
obligatorias para el Poder Judicial de la Federación en sus términos. Por tanto [en los casos 
en que México haya sido parte del caso], para el Poder Judicial son vinculantes no 
solamente los puntos de resolución concretos de la sentencia, sino la totalidad de los 
criterios contenidos en la sentencia mediante la cual se resuelve ese litigio". 

82. Asimismo, el 12 de mayo de 2010, mediante el Acuerdo Número 240, el Pleno de la 
Corte Suprema de Justicia de Panamá indicó que “la República de Panamá, como miembro 
de la comunidad internacional, reconoce, respeta y acata las decisiones de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos”, y resolvió remitir el Fallo de este Tribunal en 
relación con el caso Tristán Donoso a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia. 
Posteriormente, la Sala Segunda de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia emitió una 
sentencia en la que se indicó que “en atención a lo dispuesto en la sentencia de 27 de 
enero de 2009, dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, considera[ba] 
esta Superioridad necesaria la absolución del señor Santander Tristán Donoso de los 
cargos como autor del delito de Calumnia […] y en consecuencia, dejar sin efecto, la pena”. 

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Supervisión de Cumplimiento de 
Sentencia. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 14 
de mayo de 2013 

5. De manera preliminar, la Corte observa que el 14 de julio de 2011 la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación de México (...) emitió un “Acuerdo del Tribunal Pleno” dentro del 
expediente “Varios 912/2010”, mediante el cual expuso las obligaciones concretas del 
Estado mexicano, y en particular, del poder judicial de la Federación, a raíz de la Sentencia 
emitida en el caso Radilla Pacheco (...). Mediante dicho fallo, la SCJN manifestó que el 
poder judicial está obligado a ejercer un control de convencionalidad ex officio entre las 
normas internas y la Convención Americana, y que para ello, debe tener en cuenta el 
marco del artículo 1 de la Constitución mexicana, el cual, a partir de la reforma de 10 de 
junio de 2011, establece que “[l]as normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con [la] Constitución y con los tratados internacionales de 
la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia”. Además, 
en el mencionado Acuerdo se indicó que las decisiones de la Corte Interamericana con 
respecto a México, y en particular la Sentencia emitida en el caso Radilla Pacheco (...), 
“son obligatorias para todos los órganos [del Estado...] en sus respectivas competencias 
[...]. Por tanto, para el Poder Judicial son vinculantes no solamente los puntos de 
resolución concretos de la sentencia, sino la totalidad de los criterios contenidos en la 
sentencia mediante la cual se resuelve ese litigio. Por otro lado, el resto de la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana que deriva de las sentencias en donde el Estado 
mexicano no figura como parte, tendrá el carácter de criterio orientador de todas las 
decisiones de los jueces mexicanos, pero siempre en aquello que sea más favorecedor a 
la persona [...]”. Asimismo, mediante dicho Acuerdo, la SCJN también estableció que “el 
fuero militar no podrá operar bajo ninguna circunstancia frente a situaciones que vulneren 
derechos humanos de civiles”, ya que éstos tienen el derecho a “someterse a la jurisdicción 
de un juez o tribunal ordinario”.  

6. La Corte Interamericana resalta que este Acuerdo de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación de México constituye un avance importante en materia de protección de los 
derechos humanos, no sólo dentro del marco del presente caso, sino en todas las esferas 
internas del Estado mexicano. Por lo anterior, este Tribunal valora positivamente las 
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consideraciones hechas por el máximo órgano judicial del Estado, las cuales son de gran 
trascendencia para la consolidación de los derechos humanos en la región.  

Corte IDH. Caso Órdenes Guerra y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 29 de noviembre de 2018. Serie C No. 37237 

101. En conclusión, ciertamente la jurisprudencia de los últimos años de la Corte Suprema 
de Justicia chilena ha variado notablemente hacia una interpretación razonable y adecuada 
con su deber de ejercer un efectivo control de convencionalidad. La Corte Interamericana 
valora positivamente tal cambio jurisprudencial. 

131. Según fue considerado, ciertamente la jurisprudencia de los últimos años de la Corte 
Suprema de Justicia chilena ha variado notablemente hacia una interpretación 
consecuente y adecuada con su deber de ejercer un efectivo control de convencionalidad.  

132. A la vez, según informó el Estado, en Chile las sentencias judiciales tienen efectos 
inter partes y no erga omnes, pues no se está sujeto a un sistema tipo “stare decisis” 
donde una resolución judicial constituya una fuente formal y general de derecho. Por su 
parte, el representante ha informado que tribunales de instancia o apelación continúan 
sosteniendo interpretaciones disconformes con el criterio anterior y que el Consejo de 
Defensa del Estado continúa presentando excepciones de prescripción. Asimismo, según 
hizo notar la Comisión, la uniformidad del criterio de la Corte Suprema puede depender 
de su decisión administrativa de concentrar el conocimiento de las acciones de reparación 
en su Segunda Sala. En este sentido, la Corte es consciente de que la jurisprudencia puede 
variar en el futuro. 

133. A la vez, si el hecho ilícito internacional reconocido se originó en incorrectas 
interpretaciones judiciales de la norma civil de prescripción y no en la norma en sí misma, 
un cambio sustancial en la jurisprudencia de la máxima autoridad judicial del Estado, que 
controla –en última instancia– la constitucionalidad y convencionalidad de las normas e 
interpretaciones de las demás instancias judiciales, brinda seguridad jurídica suficiente 
respecto de situaciones jurídicas como las presentadas en este caso y constituye, 
efectivamente, una garantía de no repetición. El Estado ha reconocido ante esta instancia 
internacional que una interpretación diferente de la figura de la prescripción en acciones 
civiles de reparación en casos de crímenes de lesa humanidad constituye una violación de 
derechos reconocidos en la Convención. La consecuencia necesaria de la posición del 
Estado es que interpretaciones judiciales actuales o futuras inconsecuentes con ese criterio 
serían contrarias a la Convención y, por ende, comprometerían la responsabilidad del 
Estado.  

134. De tal modo, este Tribunal parte de que, en atención a la buena fe del Estado en el 
cumplimiento de sus obligaciones, la referida línea jurisprudencial se mantendrá en 
posteriores acciones que tenga que resolver la Corte Suprema, a efecto de garantizar que 
las circunstancias del presente caso no se vuelvan a repetir. Esta consideración no 
precluye la posibilidad de este Tribunal para pronunciarse en el futuro si se le llegare a 
someter otro caso contencioso por hechos similares. 

                                          
37 El 29 de noviembre de 2018, la Corte IDH emitió una Sentencia mediante la cual declaró responsable 
internacionalmente al Estado porque sus autoridades judiciales rechazaron varias demandas civiles de indemnización 
por perjuicios morales interpuestas por siete grupos de personas, en relación con el secuestro o detención y 
desaparición o ejecución de sus familiares por parte de agentes estatales en 1973 y 1974 durante la dictadura militar. 
Tales acciones judiciales fueron rechazadas entre 1999 y 2003 con base en la aplicación del plazo de la figura de 
prescripción establecida en el Código Civil. La Corte IDH consideró responsable al Estado por la violación del derecho 
de acceso a la justicia, en los términos de los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, en perjuicio 
de las víctimas. Resumen del caso: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_372_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_372_esp.pdf
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135. Sin perjuicio de lo anterior, es también necesario recordar que la obligación de ejercer 
un “control de convencionalidad” entre las normas internas o los actos estatales y la 
Convención Americana, incumbe a todos los jueces y órganos vinculados a la 
administración de justicia, en todos los niveles, y debe ser realizada ex officio en el marco 
de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En 
consecuencia, sin duda corresponde también a todas las instancias judiciales, en todos los 
niveles, y no sólo a la Corte Suprema, mantener coherencia de criterio respecto de un 
tema que, en atención al referido cambio jurisprudencial, al reconocimiento de 
responsabilidad efectuado por el Estado y a la evolución de las políticas públicas chilenas 
en materia de justicia, verdad y reparaciones para víctimas de graves violaciones de 
derechos humanos, en este momento se encuentra resuelto. 

136. En virtud de lo anterior, si bien la emisión de una ley que determine expresamente 
la inaplicabilidad de la figura de la prescripción en ese tipo de acciones civiles, podría ser 
una vía pertinente para cerrar en definitiva futuras interpretaciones contrarias a la 
Convención en ese sentido, la Corte considera que no han sido aportadas suficientes 
razones para considerar que ello sea una medida absolutamente indispensable para 
garantizar la no repetición de los hechos, por lo cual no corresponde ordenarlo. 
Corresponderá a las autoridades legislativas del Estado determinar la viabilidad y 
pertinencia de ello en el marco de sus competencias. Sin perjuicio de ello, es función actual 
y futura de todos los órganos vinculados a la administración de justicia del Estado, en 
todos los niveles, ejercer un adecuado control de convencionalidad en causas similares a 
las presentadas en este caso. 

Corte IDH. Caso Petro Urrego Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de julio de 2020. Serie C No. 406. 

106. El Consejo de Estado expresó que la anterior conclusión obedecía a dos razones: la 
“primera, porque al no ser sancionado el señor Petro por una conducta que constituyera 
un acto de corrupción, la Procuraduría General de la Nación contravino una disposición de 
rango superior (artículo 23.2 convencional) que obliga, por vía del principio pacta sunt 
servanda, a su ineludible observancia por parte de los Estados miembros de la Convención 
[...]”, y la “segunda, porque el artículo 23.2 convencional supone la preservación del 
principio democrático y la preponderancia del derecho a elegir que tienen los ciudadanos 
de Bogotá en observancia del principio de soberanía popular”. De esta forma, razonó que 
el Procurador carecía de competencia para imponer una sanción que implicó la destitución 
y la inhabilidad general del señor Petro debido a que sus acciones u omisiones, si bien 
podrían ser contrarias a derecho, no constituyeron actos de corrupción. La Corte destaca 
que el Consejo de Estado consideró que le correspondió “como juez de convencionalidad, 
examinar, para este proceso, la competencia de la Procuraduría General de la Nación a la 
luz de las normas convencionales” y en ese sentido manifestó lo siguiente: 

“Colombia, como Estado parte del Pacto de San José de Costa Rica celebrado en 1969, se obliga 
a “respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio 
a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social”, conforme al artículo 1 
de la Convención, de tal manera que “si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados 
en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los 
Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y 
a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 
necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades”. 

[...] 
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Al ser la Corte IDH un medio de protección y el intérprete autorizado de las normas convenidas 
en la CADH, sus decisiones tienen efectos vinculantes y de obligatoria observancia para los 
Estados Partes, de tal manera que ellos están sometidos a verificar que las normas de su 
ordenamiento jurídico interno sean compatibles con las normas convenidas multilateralmente y 
que, en caso de que ello no lo sea, se adopten las medidas necesarias para su cumplimiento. 
Esto es lo que la jurisprudencia interamericana ha denominado como control de 
convencionalidad. 

[...] 

Ahora bien, un control de convencionalidad del artículo 44.1 de la Ley 734 del 2002, fundamento 
sancionatorio en el presente caso, permite advertir una incompatibilidad entre tal disposición y 
el artículo 23.2 convencional y concluir, de manera diáfana, que la Procuraduría General de la 
Nación carecía de competencia para imponer una sanción que restringiera, casi que a 
perpetuidad, los derechos políticos de una persona para ser elegida en cargos de elección 
popular, como también para separarlo del cargo de Alcalde Mayor de Bogotá para el que fue 
elegido mediante sufragio universal, por las siguientes razones: 

La primera, porque al no ser sancionado el señor Gustavo Petro por una conducta que 
constituyera un acto de corrupción, la Procuraduría General de la Nación contravino una 
disposición de rango superior (artículo 23.2 convencional) que obliga, por vía del principio pacta 
sunt servanda, a su ineludible observancia por parte de los Estados miembros de la Convención, 
norma que dispone que solo un juez penal, mediante una sentencia condenatoria dictada en un 
proceso penal, puede restringir los derechos políticos de una persona. 

[...] 

La [s]egunda, porque el artículo 23.2 convencional supone la preservación del principio 
democrático y la preponderancia del derecho a elegir que tienen los ciudadanos de Bogotá en 
observancia del principio de soberanía popular, de tal manera que mantener vigente una sanción 
que restringe los derechos políticos del elegido no solamente implicaría cercenar derechos del 
sancionado, sino también hacer nugatorios los derechos políticos de sus electores que, como 
constituyente primario, han acordado definir los medios y las formas para autodeterminarse, 
elegir a sus autoridades y establecer los designios y las maneras en los que habrán de ser 
gobernados. 

[...] 

Conforme con lo dicho, la Procuraduría General de la Nación mantiene incólume sus funciones 
de investigación y sanción a servidores públicos de elección popular. No obstante, no le está 
permitido sancionar con destitución e inhabilidad o suspensión e inhabilidad para el ejercicio de 
derechos políticos a servidores públicos elegidos popularmente por conductas diferentes a las 
catalogadas como actos de corrupción, pues, en esos casos, corresponderá a la Procuraduría 
General de la Nación poner en conocimiento de la justicia penal, para que en un debido proceso 
se imponga una condena, si el hecho amerita ser sancionado penalmente por la actuación del 
servidor”. 

107. En relación con lo anterior, la Corte recuerda que el control de convencionalidad ha 
sido concebido como una institución que se utiliza para aplicar el Derecho Internacional, 
en este caso el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, y específicamente la 
Convención Americana y sus fuentes, incluyendo la jurisprudencia de este Tribunal. El 
control de convencionalidad es una obligación propia de todo poder, órgano o autoridad 
del Estado Parte en la Convención, los cuales deben, en el marco de sus respectivas 
competencias y de las regulaciones procesales correspondientes, controlar que los 
derechos humanos de las personas sometidas a su jurisdicción sean respetados y 
garantizados. Los jueces y órganos judiciales deben prevenir potenciales violaciones a 
derechos humanos reconocidos en la Convención Americana, o bien solucionarlas a nivel 
interno cuando ya hayan ocurrido, teniendo en cuenta las interpretaciones de la Corte 
Interamericana. Solo en caso contrario pueden ser considerados por ésta, en cuyo 
supuesto ejercerá un control complementario de convencionalidad. En ese sentido, un 
adecuado control de convencionalidad a nivel interno fortalece la complementariedad del 
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Sistema Interamericano y la eficacia de la Convención Americana al garantizar que las 
autoridades nacionales actúen como garantes de los derechos humanos de fuente 
internacional. 

108. En ese sentido, la Corte considera que la decisión del Consejo de Estado constituyó 
un adecuado y oportuno control de convencionalidad de las sanciones de destitución e 
inhabilitación impuestas en contra del señor Petro por parte de la Procuraduría, en tanto 
cesó y reparó las violaciones a los derechos políticos que ocurrieron en perjuicio del señor 
Petro como resultado de dichas sanciones. El Consejo de Estado tomó debida 
consideración de los estándares desarrollados por este Tribunal en relación con los límites 
a las restricciones permitidas por el artículo 23.2 de la Convención, para así garantizar 
adecuadamente los derechos políticos del señor Petro al: a) declarar la nulidad de dicha 
sanción; b) ordenar el pago de los salarios dejados de percibir por el tiempo separado de 
su cargo; c) ordenar la desanotación de las sanciones impuestas; y d) exhortar al gobierno 
a realizar las reformas dirigidas a lograr la compatibilidad de las facultades del Procurador 
con el artículo 23 de la Convención Americana. Asimismo, la sentencia del Consejo de 
Estado reconoció que en el caso concreto no sólo fueron afectados los derechos políticos 
del señor Petro, sino que la sanción de destitución e inhabilitación impuesta por la 
Procuraduría vulneraba el principio democrático y los derechos políticos de sus electores, 
lo cual resultaba contrario al artículo 23.2 convencional. Pese a ello, en coincidencia con 
lo manifestado en el párrafo 100 (...), si bien es encomiable la decisión del Consejo de 
Estado, la Corte advierte que, por la naturaleza del derecho afectado, no fue subsanada 
totalmente la violación, pues el derecho al ejercicio de un cargo de elección popular fue 
interrumpido durante más de un mes por la sanción impuesta por la Procuraduría. 

[...] 

111. La Corte recuerda que el artículo 2 de la Convención contempla el deber general de 
los Estados Partes de adecuar su derecho interno a las disposiciones de la misma para 
garantizar los derechos en ella consagrados. Este deber implica la adopción de medidas 
en dos vertientes. Por una parte, la supresión de las normas y prácticas de cualquier 
naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención. Por otra, la 
expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia 
de dichas garantías. En relación con los derechos reconocidos en el artículo 23 de la 
Convención, el deber de adecuar el derecho interno implica que las normas que prevén 
restricciones a los derechos políticos –o que facultan autoridades para su imposición- 
deben ajustarse a lo previsto en el artículo 23.2 del mismo instrumento (...). Asimismo, 
respecto a la adopción de dichas prácticas, esta Corte ha reconocido que todas las 
autoridades de un Estado Parte en la Convención tienen la obligación de ejercer un control 
de convencionalidad. 

[...] 

117. Finalmente, en lo que respecta al alegato de los representantes sobre la 
inconvencionalidad de las interpretaciones de las facultades disciplinarias por parte de la 
Corte Constitucional de Colombia, el Tribunal advierte que las mismas no constituyen un 
riesgo en sí mismo para el ejercicio de los derechos políticos del señor Petro y, por lo 
tanto, no constituyen una violación al artículo 23 de la Convención en relación con el 
artículo 2 del mismo instrumento. Sin perjuicio de ello, el Tribunal recuerda que del 
artículo 2 de la Convención se desprende la obligación estatal de desarrollar prácticas 
estatales conducentes a la observancia efectiva de los derechos y libertades consagrados 
en dicho tratado. En consecuencia, es necesario que la interpretación y aplicación de las 
facultades disciplinarias se encuentren ajustadas al mismo fin que persigue el artículo 2 
de la Convención. En términos prácticos, la Corte recuerda que la interpretación de las 
normas que disponen las facultades de la Procuraduría o la Contraloría por parte de la 
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Corte Constitucional, y de las demás autoridades del Estado colombiano, deben ser 
coherentes con los principios convencionales en materia de derechos políticos previstos 
en el artículo 23 de la Convención y que han sido reiterados en el presente caso. 

Corte IDH. Caso Urrutia Laubreaux Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 2020. Serie C No. 409. 

94. Este Tribunal considera que la decisión de la Corte Suprema de Chile constituyó un 
adecuado y oportuno control de convencionalidad de la sanción de amonestación privada 
impuesta al señor Urrutia Laubreaux en el 2005, en tanto reconoció, cesó y reparó 
parcialmente la violación al derecho a la libertad de expresión en perjuicio del señor Urrutia 
Laubreaux. La Corte Suprema de Chile tomó en debida consideración los estándares 
desarrollados por este Tribunal en relación con los límites a las restricciones permitidas 
por el artículo 13 de la Convención para así garantizar adecuadamente la libertad de 
expresión del Juez Urrutia Laubreaux al a) dejar sin efecto la sanción impuesta, y b) 
ordenar la eliminación de la misma de la hoja de vida de la presunta víctima. 

95. No obstante, este Tribunal advierte que la sanción se mantuvo en la hoja de vida del 
señor Urrutia Laubreaux por más de 13 años, lo cual razonablemente afectó su carrera 
judicial. Al respecto, la Corte advierte que de acuerdo a la legislación chilena vigente al 
momento de los hechos la imposición de una “amonestación privada” tiene como 
consecuencia que el o la jueza sancionada no pueda ser calificada en la lista 
“Sobresaliente”. La calificación de los jueces con base en la acumulación de puntos influye 
en la preferencia que se tiene en los nombramientos en propiedad, en la promoción de los 
jueces a cargos superiores, y en el nombramiento a plazas distintas. Además, la 
determinación de más de tres sanciones en el período de tres años puede implicar la 
remoción del cargo de juez. Sobre esto el Juez Urrutia Laubreaux declaró que “h[a] tenido 
que vivir con una sanción injusta, dentro del Poder Judicial, esto ha significado una 
etiqueta de Juez problemático, de Juez rebelde [...], y también ha significado trabas para 
la continuación de mi carrera judicial en Chile”. Este daño no ha sido reparado por el 
Estado de Chile. En consecuencia, la Corte advierte que no se ha subsanado totalmente 
la violación del derecho a la libertad de expresión del señor Urrutia Laubreaux. Las 
afectaciones a la independencia judicial serán analizadas infra. 

Corte IDH. Caso Fernández Prieto y Tumbeiro Vs. Argentina. Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 1 de septiembre de 2020. Serie C No. 411. 

85. La Corte recuerda que el señor Tumbeiro interpuso un recurso de casación contra la 
sentencia de 26 de agosto de 1998, en el marco del cual solicitó la nulidad del 
procedimiento policial por entender que no existió “el grado de sospecha suficiente” para 
proceder a la detención y requisa sin orden judicial. El Tribunal observa que, si bien la 
Cámara de Casación Penal realizó un adecuado control de convencionalidad, absolviendo 
al señor Tumbeiro porque “no mediaron circunstancias debidamente fundadas que hicieren 
presumir que alguien hubiere cometido algún hecho delictivo”, con motivo de un recurso 
extraordinario incoado por el Fiscal General, la Corte Suprema de Justicia revocó en última 
instancia el fallo absolutorio y confirmó la condena de primer grado, mediante sentencia 
de 3 de octubre de 2002. En su sentencia, la Corte Suprema ponderó lo siguiente: 

[…] Que en estas condiciones resultan inadmisibles las conclusiones a que arriba el a quo, 
puesto, que no se advierte ninguna irregularidad en el procedimiento del que pueda inferirse 
violación alguna al debido proceso legal. Es más, el pronunciamiento impugnado no sólo ignora 
la legitimidad de lo actuado en prevención del delito y dentro del marco de una actuación 
prudente y razonable del personal policial en el ejercicio de sus funciones específicas, sino que, 
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además, omite valorar juntamente con el nerviosismo que mostraba el imputado, las demás 
circunstancias por las cuales el personal policial decidió identificarlo  […]. 

Corte IDH. Caso Guachalá Chimbo y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de marzo de 2021. Serie C No. 423.38 

209. Si bien la Corte considera que la decisión del Tribunal Constitucional constituye un 
adecuado control de convencionalidad, de la información aportada a la Corte, se observa 
que las autoridades no tomaron ninguna medida para su cumplimiento inmediato. Por el 
contrario, 13 días después de la sentencia del Tribunal Constitucional se ordenó el archivo 
de la causa. El Estado argumentó que la reapertura de la investigación en noviembre de 
2009 fue en cumplimiento de la sentencia del Tribunal Constitucional. Al respecto, esta 
Corte advierte que, incluso de ser el caso, dicha reapertura se realizó más de tres años 
después de la sentencia concediendo el habeas corpus, y que en el 2009 solo se realizó 
una diligencia investigativa. Las siguientes diligencias que constan en el expediente son 
del año 2013. 

210. La Corte resalta que tanto el cumplimiento como la ejecución de las sentencias 
constituyen componentes del derecho de acceso a la justicia y a la tutela judicial efectiva. 
De igual manera, la efectividad de las sentencias depende de su ejecución, debido a que 
el derecho a la protección judicial sería ilusorio si el ordenamiento jurídico interno del 
Estado permitiera que una decisión judicial final y obligatoria permanezca ineficaz en 
detrimento de una de las partes. En este sentido, se advierte que, al no haberse realizado 
acciones investigativas de forma inmediata tras la decisión del Tribunal Constitucional, el 
recurso de hábeas corpus no tuvo en la práctica ninguna efectividad. Por lo tanto, la Corte 
concluye que el Estado violó su obligación de contar con un recurso efectivo, en relación 
con el derecho a la protección judicial. 

Control de Convencionalidad como parte programas de capacitación 
interna de los Estados 

Corte IDH. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 303.39 

229. Esta Corte ha establecido que la capacitación de funcionarios públicos es una medida 
importante para garantizar la no repetición de los hechos que generaron las violaciones, 
y ha ordenado la capacitación de policías, fiscales, y jueces en materia de prevención, 
investigación y sanción de la tortura en varios casos. En el caso Masacres de El Mozote y 

                                          
38 El 26 de marzo de 2021, la Corte IDH emitó su Sentencia mediante la cual declaró internacionalmente responsable 
al Estado por la violación de los derechos: i) al reconocimiento de la personalidad jurídica, vida, integridad personal, 
libertad personal, dignidad, vida privada, acceso a la información, igualdad y salud, en relación con las obligaciones 
de respetar y garantizar los derechos sin discriminación y el deber de adoptar disposiciones de derecho interno en 
perjuicio del señor Luis Eduardo Guachalá Chimbo; ii) a un recurso efectivo, a las garantías judiciales y a la protección 
judicial, en perjuicio del señor Luis Eduardo Guachalá Chimbo y determinados familiares, y iii) a la integridad personal 
y a conocer la verdad en perjuicio de esos familiares. El resumen del caso se encuentra disponible en el siguiente 
enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_423_esp.pdf 
39 El 5 de octubre de 2015, la Corte IDH emitió una Sentencia mediante la cual declaró responsable 
internacionalmente al Estado por la violación del derecho a la integridad personal y la prohibición de la tortura, del 
derecho a la libertad personal, de la presunción de inocencia, del derecho a la defensa y a ser oído con las debidas 
garantías, y del derecho a la protección judicial, así como por la falta de garantía del derecho a la integridad personal 
respecto de la obligación de investigar los actos de tortura, en perjuicio de José Agapito Ruano Torres. Asimismo, 
declaró responsable internacionalmente al Estado por la violación del derecho a la integridad personal, reconocido 
en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma en perjuicio de sus 
familiares. Resumen del caso: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_303_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_423_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_303_esp.pdf
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lugares aledaños Vs. El Salvador, esta Corte ordenó la creación de un programa o curso 
permanente y obligatorio sobre derechos humanos, incluyendo la perspectiva de género 
y niñez, destinado a la Fuerza Armada de El Salvador. En el Caso Rochac Hernández y 
otros Vs. El Salvador ordenó la implementación de programas permanentes de derechos 
humanos dirigidos a policías, fiscales, jueces y militares, así como a funcionarios 
encargados de la atención a familiares y víctimas de desaparición forzada de personas, en 
los cuales se incluya el tema de los derechos humanos de niñas y niños desaparecidos 
durante el conflicto armado interno y del sistema interamericano de protección de los 
derechos humanos, así como del control de convencionalidad. Hasta la fecha, la Corte no 
ha ordenado ningún programa de capacitación relativo a la investigación y documentación 
eficaces de la tortura, dirigido a la Policía Nacional Civil y/o a los órganos relacionados con 
el sistema de administración de justicia en El Salvador. 



Composición 2020-2021 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 

Al frente de izquierda a derecha: Juez Humberto Antonio Sierra Porto; 
Juez Patricio Pazmiño Freire, Vicepresidente; Jueza Elizabeth Odio Benito, 
Presidenta, y Juez Eduardo Vio Grossi. Detrás de izquierda a derecha: 
Juez Eugenio Raúl Zaffaroni, Juez Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot y 
Juez Ricardo Pérez Manrique. 
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